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referencia a su proyección como manifestación de la voluntad de los futuros
cónyuges. Para ello dividimos nuestros comentarios en cuatro ítems: El pri-
mero versa en términos generales sobre la “noción” del instituto; en un
segundo aspecto nos referimos a sus “requisitos” en el ordenamiento venezo-
lano; en un tercer punto nos adentramos propiamente a hacer una reflexión
relativa a “las capitulaciones matrimoniales y la autonomía de la voluntad”
con especial referencia a sus limitaciones; finalmente, como cuarto punto,
reseñamos una “breve referencia al Derecho Internacional Privado”.

Al efecto, nos pasearemos por la doctrina y la jurisprudencia venezolana,
para apoyar la idea según la cual las capitulaciones matrimoniales constituyen
la máxima aplicación de la autonomía de la voluntad en el régimen patrimonial
del matrimonio, no obstante ciertas limitaciones.

Ello con ocasión de colaborar por segunda vez en el merecido homenaje al
profesor Fernando Parra Aranguren, destacado académico y el editor más
prolífico del medio jurídico venezolano. A quien debemos la oportunidad de
habernos iniciado en este último.

1. Noción de las capitulaciones matrimoniales1

El régimen económico que ha de regir el matrimonio constituye tema vital del
Derecho de Familia, a la vez que presenta notable importancia práctica para

1 Véase: Garbati Garbati, Guido y León Parada, Alejandra: “Las capitulaciones matri-
moniales y sus implicaciones”. En: Temas de Derecho Civil. Homenaje a Andrés
Aguilar Mawdsley. Tomo I. Tribunal Supremo de Justicia. Caracas, 2004, pp. 549-582;
Wills Rivera, Lourdes: “Régimen convencional de la economía familiar en el Derecho
venezolano”. En: Libro Homenaje a Andrés Aguilar Mawdsley. Universidad
Central de Venezuela. Caracas, 2007, pp. 601-622; Domínguez Guillén, María Can-
delaria: Manual de Derecho de Familia. 2ª, Paredes Editores. Caracas, 2014, 
pp. 101-117; López Herrera, Francisco: Derecho de Familia. Tomo I. 2ª, Universidad
Católica Andrés Bello y Banco Exterior. Caracas, pp. 491 y ss.; López Herrera, Francisco:
“Capitulaciones matrimoniales. Sus efectos respecto del cónyuge superviviente”. En:
Libro Homenaje a las X Jornadas “Dr. José Santiago Núñez Aristimuño”. Vadell
Hermanos Editores y Tinoco, Travieso, Planchart & Núñez. Valencia-Caracas, 2000,
pp. 87-97; Grisanti Aveledo de Luigi, Isabel: Lecciones de Derecho de Familia.
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los cónyuges. La generalidad de los ordenamientos le da cabida a la voluntad
de estos últimos en la selección del mismo, por lo que se afirma que el régi-
men legal es supletorio o subsidiario. Esto es, entra en aplicación cuando las
partes no han optado por otro antes de la celebración del matrimonio precisa-
mente mediante la figura de las “capitulaciones”. Y, al efecto, refiere la doc-
trina que si los futuros cónyuges no hicieron uso de la facultad que la ley le
otorga, su silencio viene a ser suplido por el ordenamiento2. La forma enton-
ces de evitar la aplicación del régimen legal supletorio de gananciales es pre-
cisamente mediante la celebración bajo las formalidades correspondientes de
las capitulaciones o convenciones matrimoniales.
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5ª, Vadell Hermanos Editores. Valencia, 1991, pp. 220 y ss.; Sojo Bianco, Raúl:
Apuntes de Derecho de Familia y Sucesiones. Edit. Mobil Libros. Caracas, 1990,
pp. 153-156; Bocaranda Espinoza, Juan José: Guía Informática Derecho de Fami-
lia. Tomo I. Tipografía Principios. Caracas, 1994, pp. 427 y ss.; Bocaranda Espinoza,
Juan José: El régimen de los bienes matrimoniales (en el nuevo Código Civil
1982). Tipografía Principios. Caracas, 1984, passim; D’Jesús, Antonio: Lecciones de
Derecho de Familia. Paredes Editores. Caracas, 1991, pp. 61-62; Domínici, Aníbal:
Comentarios al Código Civil Venezolano (reformado en 1896). Tomo I. Edit. Rea.
Caracas, 1962, p. 232, Rodríguez, Luis Alberto: Comentarios sobre el Derecho de
Familia. Librosca. Caracas, 2006, pp. 187 y ss.; Padrón de Melet, Antonia y González
de Goizueta, Carmen: Derecho de Familia. 5ª, Lito Publicidad Cotopexi, C.A. Valen-
cia, 1990, pp. 162-169; Instituto de Derecho Privado de la UCV: Código Civil de
Venezuela, artículos 141 al 164. Universidad Central de Venezuela. Caracas, 1994,
pp. 23-145, Príncipe V., María Alexandra: El régimen patrimonial matrimonial de
las capitulaciones matrimoniales. Universidad Católica Andrés Bello. Caracas,
2000, http://biblioteca2.ucab.edu.ve/anexos/biblioteca/marc/texto/AAQ3476.pdf,
Gar cía Echeverri, Diana Salomé: Las capitulaciones matrimoniales en Colombia.
Universidad de Zaragoza. 2013, http://zaguan.unizar.es/taz/der/2013/12314/taz-tfm-
2013-808.pdf, passim; Rozales, Francisco: Capitulaciones matrimoniales, algo más
que el régimen económico del matrimonio. 2013, http://www.notariofranciscorosa-
les.com/capitulaciones-matrimoniales-algo-mas; García Herrero, María del Carmen:
“Las capitulaciones matrimoniales en Zaragoza en el siglo XV”. En: En la España
medieval. Nº 8. Universidad Complutense. Madrid, 1986, pp. 381-398, http:// revis-
tas.ucm.es/index.php/elem/article/viewfile/.../24459.

2 García de Astorga, Amarilis: “Administración de la comunidad conyugal en el Derecho
positivo venezolano (Parte II)”. En: Revista de la Facultad de Ciencias Jurídicas 
y Políticas. Nº 82. Caracas, 1991, p. 276.
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Se afirma así que nadie mejor que los propios interesados para apreciar cuál
es el régimen que mejor conviene a sus intereses3. El Derecho concede am -
plios márgenes de libertad a los cónyuges para fijar su propio régimen eco-
nómico4. La Ley admite que los cónyuges por voluntad propia se aparten del
sistema ordinario de comunidad de bienes conyugales previsto en el Código
Civil, y mediante convenio, reglamenten el régimen patrimonial del vínculo
conyugal por contraer5. La legislación venezolana, siguiendo tal tendencia,
permite a los futuros contrayentes sustraerse del régimen legal supletorio,
mediante un instrumento solemne y previo a la unión en el que las partes esco-
gen el régimen de bienes que regirá el destino patrimonial de su matrimonio.

Las capitulaciones matrimoniales6 constituyen entonces un contrato7 en vir-
tud del cual los futuros cónyuges seleccionan previamente al matrimonio el
sistema patrimonial que regirá éste a los fines de sustraerse del régimen legal
supletorio. En efecto, se trata de un “contrato solemne celebrado necesaria-
mente con anterioridad al matrimonio, en virtud del cual los futuros cónyuges

3 Vidal Taquini, Carlos H.: Régimen de bienes en el matrimonio. Con las modifica-
ciones de las leyes 23.264 y 23.515. 3ª, Edit. Astrea de Alfredo y Ricardo De Palma.
Buenos Aires, 1999, p. 9.

4 Serrano Alonso, Eduardo (director y coord.) et alter: Manual de Derecho de Familia.
2ª, Edisofer SL. Madrid, 2007, p. 173.

5 Tribunal Primero de Primera Instancia de Juicio de Protección de Niños, Niñas y Ado-
lescentes del estado Falcón, sent. de fecha 20-03-2014, exp. IP31-V-2013-000138,
http://falcon.tsj.gob.ve/.../2014/.../2294-20-ip31-v-2013-000138-pj01420140.

6 Véase: Bossert, Gustavo A. y Zannoni, Eduardo A.: Manual de Derecho de Familia.
3ª, Astrea. Buenos Aires, 1992, pp. 232-233, denominadas en otras legislaciones tam-
bién “convenciones prematrimoniales”, “convenciones matrimoniales” o “contratos
matrimoniales”; Murga Arroyave, Claudia María: La alteración judicial de las capi-
tulaciones matrimoniales y del régimen económico del matrimonio. Universidad
Francisco Marroquín. Guatemala, 1998, p. 8, http://www.tesis.ufm.edu.gt/pdf/2438.
pdf. Planiol, Marcelo y Ripert, Georges: Derecho Civil. Edit. Pedagógica Iberoame-
ricana. Trad. Leonel Pereznieto Castro. México D.F., 1996, p. 1344, lo denominan
“contrato de matrimonio”, aquel por el cual los cónyuges hacen constar sus conven-
ciones patrimoniales reglamentando por sí su régimen matrimonial.

7 Garbati Garbati y León Parada: ob. cit., p. 581; Medina De Lemus, Manuel: Derecho
Civil Derecho de Familia. Tomo IV. Editorial Dilex S.L. Madrid, 2005, p. 160; Díaz-
Ambrona Bardají, María Dolores y Hernández Gil, Francisco: Lecciones de Derecho
de Familia. 2ª, Editorial Universitaria Ramón Areces. Madrid, 2007, p. 263.
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regulan, por aplicación del principio de la autonomía de la voluntad, el régi-
men patrimonial o económico que regirá el matrimonio”8. Algunos señalan
que más propiamente configura un convenio o pacto toda vez que no presenta
los caracteres típicos del contrato, como, por ejemplo, no pueden revocarse por
mutuo disenso9 según ratifica acertadamente una decisión judicial: “Empero,
en el caso específico de las capitulaciones matrimoniales, en criterio de esta
juzgadora no aplica la norma rectora de revocatoria consensuada de los con-
tratos, por ser una materia especialísima regida por los artículos 141 al 147
del Código Civil”10. Aunque se aprecian decisiones judiciales que declaran su
nulidad por expresa voluntad de ambas partes, siendo que la nulidad presupone
un proceso contradictorio con base en las causas de ley, pues la autonomía
de la voluntad se ejerce dentro de los límites legales11.
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8 Domínguez Guillén, María Candelaria: Diccionario de Derecho Civil. Panapo. Caracas,
2009, p. 30.

9 Príncipe V.: ob. cit., pp. 9-10. Véase también señalando teorías que cuestionan su natu-
raleza contractual aunque la mayoría de la doctrina lo ubica en ésta última: Murga
Arroyave: ob. cit., pp. 9-15; Rozales: ob. cit.

10 Tribunal del Municipio Los Salias de la Circunscripción Judicial del estado Bolivariano
de Miranda, sent. de fecha 02-11-2009, exp. E-2009-109, http://miranda.tsj.gov.ve/
decisiones/2009/noviembre/121-2-e-2009-109-.html, “declara improcedente la soli-
citud de revocatoria de capitulaciones matrimoniales propuesta por los ciudadanos”.

11 Véase: Juzgado Undécimo de Primera Instancia en lo Civil, Mercantil y del Tránsito
de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas, sent. de fecha
06-08-2010, exp. AH1B-V-2008-000269, http://caracas.tsj.gov.ve/decisiones/.../2126-
6-ah1b-v-2008-000269-.html, “En consecuencia, puede anularse la capitulación
matrimonial celebrada entre los cónyuges, si ambas partes manifiestan expresamente
que de mutuo y voluntario acuerdo han convenido en su anulación por cuanto no desean
someterse a ese régimen patrimonial especial pactado inicialmente por ellos conforme
a la ley y por cuanto lo solicitado no es contrario a la Ley, a la moral, al orden público
o a las buenas costumbres, considera este sentenciador que la solicitud debe prosperar
en derecho, motivo por el cual debe este juzgador impartirle su homologación al
acuerdo celebrado entre los ciudadanos (…) y en consecuencia, declarar extinguidas
las capitulaciones matrimoniales que pactaron”; Tribunal Segundo del Municipio
Ordinario y Ejecutor de Medidas del municipio Barinas, sent. de fecha 28-04-2014,
http://barinas.tsj.gob.ve/decisiones/2014/abril/2712-28-3180-.htm, “dicho contrato de
capitulaciones matrimoniales, pueden anularse por el mutuo consentimiento de las
partes que se rigen por el mismo, por lo que al respecto cabe destacar el principio de
la autonomía de la voluntad en materia contractual, partiendo que la voluntad (del
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Se indica que las capitulaciones matrimoniales constituyen una regulación con-
vencional de las relaciones patrimoniales de los cónyuges12. Ellas fijan el régi-
men económico al que ha de atenerse el vínculo matrimonial13. En Venezuela,
se reconoce a los interesados una libertad bastante amplia para seleccionar y
reglamentar su régimen patrimonial matrimonial14. Y así, las partes pueden
libremente con anterioridad al matrimonio, pero bajo las formalidades de ley,
regular como a bien tengan el destino patrimonial de su matrimonio.

Al efecto, ha indicado la jurisprudencia venezolana que “en relación con las
capitulaciones matrimoniales, la doctrina patria sostiene que, son pactos o
convenios perfeccionados por los futuros contrayentes con el objeto de deter-
minar el régimen económico o patrimonial del matrimonio, es decir, acuerdos
que celebran un hombre y una mujer en atención al futuro matrimonio que
proyectan contraer, para fijar el régimen conyugal de bienes”15. Se agrega:
“Las capitulaciones matrimoniales constituyen simplemente una forma
voluntaria o contractual de variar el régimen patrimonial del matrimonio. Por
otra parte, el contrato de capitulaciones matrimoniales, es un convenio civil
suscrito entre dos personas, y la validez de la misma, su legalidad y efectos
son exclusivos de los contratantes”16. Así pues, “mediante las capitulaciones

latín voluntas-atis) es querer, lo que implica un acto intencional o una capacidad que
decide nuestras acciones, es decir, la libertad de hacer algo con pleno conocimiento.
En consecuencia, puede anularse la capitulación matrimonial celebrada entre los cón-
yuges, si ambas partes manifiestan expresamente que de mutuo y voluntario acuerdo
han convenido en su anulación por cuanto no desean someterse a ese régimen patri-
monial especial pactado inicialmente por ellos conforme a la ley”.

12 Sansó Rotondaro, Benito: “El régimen matrimonial de los bienes en el Derecho Inter-
nacional Privado”. En: Revista de la Facultad de Ciencias Jurídicas y Políticas. N° 63.
Universidad Central de Venezuela. Caracas, 1982, p. 140.

13 García Herrero: ob. cit., p. 387.
14 Juzgado Superior Segundo Civil y Mercantil del Distrito Federal y estado Miranda,

sent. 11-03-1987, Jurisprudencia Ramires & Garay. Tomo XCVIII. Caracas, 1987, p. 31.
15 Juzgado Segundo de Primera Instancia en lo Civil y Mercantil de la Circunscripción

Judicial del estado Barinas, sent. de fecha 16-07-2007, exp. 06-7494-CO, http://
barinas.tsj.gov.ve/decisiones/2007/julio/803-16-06-7494-co-07-07-30.html.

16 Tribunal Noveno de Primera Instancia de Mediación, Sustanciación y Ejecución del
Circuito Judicial de Protección de Niños, Niñas y del Adolescente de la Circunscripción
Judicial del Área Metropolitana de Caracas y Nacional de Adopción Internacional,
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matrimoniales los cónyuges pueden estipular, modificar o sustituir el régimen
económico de su matrimonio o cualquier otra disposición matrimonial”17.
El objeto específico de las capitulaciones matrimoniales es tipificar y regular
el sistema de bienes en el matrimonio ya que son un pacto que hacen los futuros
contrayentes de apartarse del régimen de comunidad de bienes18.

El objeto de las referidas convenciones variará según cada regulación del
Derecho positivo de conformidad con la autonomía de la voluntad. Así, los
contrayentes se apartan del régimen legal que por ello se denomina “supletorio”
o introducen parciales modificaciones a los efectos normales del mismo19. Se
trata pues de “variar” o “modificar” el régimen legal supletorio que impone la ley
a falta de previsión de las partes. Por lo que los futuros contrayentes podrán
dentro de los parámetros legales hacer las variaciones del régimen legal que
a bien tengan. Por tanto, podrá establecerse una separación absoluta de bienes,
así como simplemente excluir alguna disposición del régimen legal supleto-
rio, como, por ejemplo, la relativa a la autorización del cónyuge para disponer
gratuitamente de los bienes propios o renunciar a herencias20, dejando subsis-
tente las demás, así como también –aunque no sea lo común– no solo ampliar
la lista de los bienes propios, sino también la de los bienes comunes. Igualmente,
disponer por ejemplo que las donaciones, herencias o legados que son bienes
propios por disposición de ley21 sean bienes comunes por efectos de las capitu-
laciones. Así lo refirió acertadamente una decisión judicial: 
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sent. de fecha 04-02-2013, exp. AH52-X-2012-000690, http://caracas.tsj.gov.ve/ deci-
siones/2013/febrero/2470-4-ah52-x-2012-000690-pj0462013000140.html.

17 Juzgado de Primera Instancia en lo Civil, Mercantil, Agrario, del Tránsito y Bancario
de la Circunscripción Judicial del estado Amazonas, sent. de fecha 19-05-2006, 
exp. 06.6353, http://bolivar.tsj.gov.ve/decisiones/2006/mayo/337-19-06-6353-.html.

18 Juzgado Superior en lo Civil, Mercantil y Tránsito de la Circunscripción Judicial del
estado Miranda, sent. de fecha 21-04-2014, exp. 14-8357, http://miranda.tsj.gob.ve/
decisiones/2014/abril/99-21-14-8357-.html.

19 Bossert y Zannoni: ob. cit., p. 233.
20 Como, por ejemplo, que no se necesita autorización del cónyuge para donar un bien

propio. Véase: artículo 154 del Código Civil: “Cada cónyuge tiene la libre administración
y disposición de sus propios bienes: pero no podrá disponer de ellos a título gratuito, ni
renunciar herencias o legados, sin el consentimiento del otro”.

21 Véase: artículo 151 del Código Civil: “Son bienes propios de los cónyuges los que
pertenecen al marido y a la mujer al tiempo de contraer matrimonio, y los que durante
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Las capitulaciones matrimoniales constituyen simplemente una forma
voluntaria o contractual de variar el régimen patrimonial supletorio del
matrimonio (es la forma de regir los bienes en el matrimonio según refiere
el artículo 141 del Código Civil); curiosamente siempre se piensa que las
capitulaciones son para limitar o restringir ese régimen, pero bien pudiera
–por aplicación de la autonomía de la voluntad– utilizarse para ampliarlo,
esto es, para variar el régimen patrimonial legal a favor de los futuros con-
trayentes y, verbigratia, prever que algunos bienes excluidos legalmente
de la comunidad conyugal formaran parte de ella, como es el caso de las
donaciones y herencias22.

Las capitulaciones también podrían disponer una aplicación parcial del régi-
men legal: “Es posible que dentro del texto de las capitulaciones matrimoniales
los suscribientes decidan regular por dicho régimen supletorio determinados
asuntos y excluir otros, lo cual debe ser manifestado expresamente”23.

El objeto, pues, de la convención bajo análisis es variar aunque sea ligera o
sutilmente el régimen legal patrimonial del matrimonio. Y si bien algunas
capitulaciones pueden incluir una lista de los bienes propios de los contrayentes24,
en ocasiones se aprecian pretendidas capitulaciones que se limitan a hacer
una lista de los bienes propios de cada uno de los contrayentes al momento
del matrimonio a los efectos probatorios futuros, pero ello por sí solo, en

éste adquieran por donación, herencia, legado o por cualquier otro título lucrativo.
Son también propios los bienes derivados de las acciones naturales y la plusvalía de
dichos bienes, los tesoros y bienes muebles abandonados que hallare alguno de los
cónyuges, así como los vestidos, joyas y otros enseres u objetos de uso personal 
o exclusivo de la mujer o el marido”.

22 Juzgado Sexto de Primera Instancia en lo Civil, Mercantil y del Tránsito de la Circuns-
cripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas, sent. de fecha 14-07-2008,
exp. 2007-14345, http://caracas.tsj.gov.ve/decisiones/2008/julio/2121-14-14345-.html.

23 Juzgado Superior Segundo en lo Civil, Mercantil, del Tránsito, Bancario y de Protec-
ción del Niño y del Adolescente de la Circunscripción Judicial del estado Táchira,
sent. de fecha 29-06-2011, exp. 6302, http://tachira.tsj.gov.ve/decisiones/2011/junio/
1321-29-6302-15.html.

24 Murga Arroyave: ob. cit., p. 18.
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esencia, no supone la escogencia de un régimen patrimonial o ni siquiera una
sutil variación del régimen legal, por lo que tales instrumentos que recogen
una suerte de inventario sin añadir variación alguna a las normas de la comuni-
dad conyugal, no constituyen a nuestro criterio “capitulaciones matrimoniales”.
Así tuvimos ocasión de indicarlo: 

Por otra parte, se aprecia igualmente capitulaciones que pretenden consti-
tuir una suerte de inventario y referencia a la administración de los bienes
previos al matrimonio, pero con la indicación de que respecto de los bienes
futuros se acoge el régimen legal, situación que para algunos puede resul-
tar útil por ejemplo para excluir de los gananciales el aumento valor de los
bienes comunes por mejoras con dinero de la comunidad25.

Al efecto indica una decisión judicial en casación: “… los futuros cónyuges
hicieron las capitulaciones matrimoniales, por lo que realizaron un inventario
pormenorizado de los bienes de cada uno de ellos, con la especificación de
que cada cual administraría los propios libremente y que éstos nunca llegarían
a formar parte de la comunidad conyugal que quedaría establecida con la realiza-
ción del matrimonio, es decir, dejaron estipulado que efectivamente se constituiría
una comunidad de gananciales o sociedad conyugal. Esto dicho en otras palabras
significa que, los capitulantes manifestaron contractualmente acoger el régimen
establecido en la ley para la comunidad conyugal”26. Sin embargo, se ha indicado
que realizar capitulaciones para disponer que son propios los bienes anteriores al
matrimonio resulta inoficioso, porque en ello consiste el régimen legal27. Existirán,
pues, múltiples maneras de variar o modificar el régimen patrimonial legal
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25 Domínguez Guillén: ob. cit. (Manual de Derecho de Familia), pp. 105-106. Vease:
artículo 163 del Código Civil.

26 Véase: TSJ/SCC, sent. N° 00246 de fecha 23-03-2004, exp. 2002-000879, http://
www.tsj.gov.ve/decisiones/scc/marzo/rnyc-00246-230304-02879.htm.

27 Véase: TSJ/SCC, sent. N° 31 de fecha 16-02-2001, http://www.tsj.gov.ve/decisiones/
scc/febrero/31-160201-rc00091.htm, “En la Cláusula Segunda se establece que dicho
ciudadano conservara y serán siempre de él tanto los bienes señalados como los frutos
civiles, rentas o intereses, como los bienes que durante el matrimonio llegare a adqui-
rir con dinero proveniente de la enajenación o inversión de los bienes que actualmente
le pertenecen, o con dinero proveniente de la enajenación o inversión de los bienes
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supletorio del matrimonio, pues, como se indica, “las capitulaciones matri-
moniales permiten multitud de variantes y matices en cuanto al régimen
patrimonial” a condición que se respeten los límites legales28.

2. Requisitos de las capitulaciones matrimoniales

Entre los caracteres29 de las capitulaciones matrimoniales en el Derecho
venezolano se ubican que se trata de un contrato bilateral, solemne, inmutable,
personalísimo, previo al matrimonio y accesorio a éste30, a los fines de modi-
ficar el régimen legal supletorio de la comunidad de gananciales. La doctrina
especializada alude a los dos “principios” básicos que caracterizan las capi-
tulaciones matrimoniales en el ordenamiento venezolano: la solemnidad y la
inmodificabilidad posterior al matrimonio31.

La solemnidad supone la formalidad registral que la reviste de publicidad32.
Se agrega que “es importante destacar que las capitulaciones matrimoniales,

que actualmente le pertenecen, o con dinero proveniente de los frutos, dividendos,
superávits, cuentas e intereses de dichos bienes. Tal estipulación, en cuanto a los bienes
que para ese momento eran del ciudadano (…) resulta inoficioso, innecesaria, ya que
por mandato legal, el artículo 151 del Código Civil, son bienes de cada cónyuge los
que le pertenecen al tiempo de contraer matrimonio, así como los que adquiera con el
producto de su enajenación”.

28 Bocaranda Espinoza: ob. cit. (El régimen de los bienes matrimoniales…), p. 130.
29 Véase: Garbati Garbati y León Parada: ob. cit., pp. 564-567; Príncipe V.: ob. cit., pp. 33-47.
30 Sansó Rotondaro: ob. cit., p. 139; Código Civil de Venezuela, artículos 141 al 164,

pp. 35-40; Murga Arroyave: ob. cit., p. 17; Baqueiro Rojas, Edgard y Buenrostro
Báez, Rosalía: Derecho de Familia y Sucesiones. Edit. Harla. México, D.F., 1990, 
p. 89, es accesorio porque solo pueden existir con ocasión del matrimonio, si éste no
llega a realizarse no surten efecto alguno.

31 Bocaranda Espinoza: ob. cit. (El régimen de los bienes matrimoniales…), pp. 22-25.
32 Véase: Garbati Garbati y León Parada, ob. cit., pp. 573-574, Bonnecase, Julien: Tra-

tado Elemental de Derecho Civil. Edit. Pedagógica Iberoamericana. Trad. Enrique
Figueroa Alfonzo. México, D.F., 1995, p. 393; Pretel Serrano, Juan José: “La publici-
dad de las capitulaciones matrimoniales: Registro Civil y registro de la propiedad”.
En: Anales (Centro para la Investigación y Desarrollo del Derecho Registral e Inmo-
biliario y Mercantil). N° 6. s/l, 2004, pp. 53-70, http://www.difusionjuridica.com.bo/
bdi/biblioteca/biblioteca/.../lib015-3.pdf.
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es un contrato bilateral; ya que las partes se impusieron obligaciones con el
objeto de determinar su régimen patrimonial, luego de contraído el vínculo
entre los otorgantes, en el cual se realizaron manifestaciones de voluntad, en
cada una de las cláusulas, que en principio se perfeccionaron al efectivamente
contraerse el matrimonio, las capitulaciones se celebraron cumpliendo las solem-
nidades que prevé la ley dadas las implicaciones que tiene no solo para los cón-
yuges, sino además para los terceros, y tal contrato ha dicho la doctrina es
inmutable, ya que no pueden ser modificados después de nacido el vínculo matri-
monial, pues si esto ocurriere (siempre y cuando sea antes de que se conciba
el vínculo matrimonial) se estaría en presencia de una nueva capitulación”33.

La inmutabilidad constituye, pues, principio cardinal en el Derecho venezo-
lano inspirado en la legislación francesa en la que sostiene que son inmuta-
bles e irrevocables34. Y aunque se haya criticado tal carácter por su rigidez
con miras a otras legislaciones35, nos parece que se presenta positivo toda vez
que reduce la tensión de la elección del régimen al momento óptimo para la
seguridad y claridad de las partes. A propósito de la inmutabilidad indica una
decisión judicial:

… las capitulaciones matrimoniales son un contrato solemne que de otor-
garse ante el Registro Subalterno con anterioridad a la celebración del
matrimonio y la validez de sus eventuales modificaciones se encuentra
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33 Tribunal Noveno de Primera Instancia de Mediación, Sustanciación y Ejecución del
Circuito Judicial de Protección de Niños, Niñas y del Adolescente de la Circunscrip-
ción Judicial del Área Metropolitana de Caracas y Nacional de Adopción Interna-
cional, sent. de fecha 04-02-2013, citada supra.

34 Planiol y Ripert: ob. cit., p. 1354, Bonnecase: ob. cit., pp. 398-400; vease: sent. de
fecha 11-03-1987 (DFMSCM2), p. 31, citada supra, en el Derecho venezolano se
siguen las directrices del Derecho francés en el sentido de que las capitulaciones no
puden celebrarse, modificarse ni derogarse con posterioridad al matrimonio, a dife-
rencia de otras legislaciones que admiten tales posibilidades.

35 Príncipe V.: ob. cit., pp. 90-91. Véase: posibilidad de modificación por reforma en
Ecuador: Murrieta, Katia: “El régimen patrimonial de la sociedad conyugal en el
Ecuador”. En: Revista Jurídica. Universidad Católica de Guayaquil. http://www.revis-
tajuridicaonline.com/images/stories/revistas/1992/05/05_regimen_patrimonial_de_
sociedad_conyugal.pdf.
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supeditada a su registro con anterioridad a la celebración del matrimonio,
por mandato del artículo 144 del mismo Código. En consecuencia, en el
caso hipotético de que las capitulaciones presenten oscuridad, ambigüedad
o deficiencia, la interpretación de la voluntad de los contrayentes solo puede
hacerse tomando elementos, circunstancias o hechos que sean anteriores a
la celebración del matrimonio, pues, de lo contrario, se les permitiría indi-
rectamente modificar las capitulaciones durante la existencia del matrimo-
nio, en manifiesta violación del artículo 144 del Código Civil. Por tanto, en
el caso de autos, resulta inaceptable acudir a la declaración de los cónyuges
en su solicitud de separación de cuerpos por mutuo consentimiento para
interpretar la pretendida deficiencia de sus capitulaciones matrimoniales36.

La referencia genérica al contrato en estudio se ubica en el artículo 141 del
Código Civil: “El matrimonio en lo que se relaciona con los bienes, se rige
por las convenciones de las partes y por la Ley”. A tenor del artículo 142 eiusdem
no pueden contrariar disposiciones imperativas de ley o de orden público:

Serán nulos los pactos que los esposos hicieren contra las leyes o las buenas
costumbres, o en detrimento de los derechos y obligaciones que respectiva-
mente tienen en la familia, y los contrarios a las disposiciones prohibitivas
de este Código y a las establecidas sobre divorcio, separación de cuerpos,
emancipación, tutela y sucesión hereditaria.

Norma que, a decir de la doctrina, no era indispensable dada la disposición
general del artículo 6 del Código Civil que dispone: “No pueden renunciarse
ni relajarse por convenios particulares las leyes en cuya observancia están
interesados el orden público o las buenas costumbres”37. Según indicamos, la

36 Juzgado Superior Segundo en lo Civil, Mercantil, del Tránsito, Bancario y de Protec-
ción del Niño y del Adolescente de la Circunscripción Judicial del estado Táchira,
sent. de fecha 29-06-2011, citada supra.

37 López Herrera: ob. cit. (Derecho de Familia), p. 494. Véase sobre dicha norma:
Madrid Martínez, Claudia: “Orden público: del artículo 6 del Código Civil a nuestros
días”. En: El Código Civil venezolano en los inicios del siglo XXI. En conmemoración
del bicentenario del Código Civil francés de 1804. Academia de Ciencias Políticas
y Sociales. Caracas, 2005, pp. 371-399.
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función exclusiva de las capitulaciones matrimoniales se orienta a regular o
seleccionar el respectivo régimen patrimonial de los cónyuges, respetando las
limitaciones impuestas por la ley y el orden público38. Por lo que cualquier
otra estipulación que exceda su objeto, a nuestro criterio, se tiene como no
puesta, sin afectar en esencia el valor de las capitulaciones en sí mismas si
cumplieron con los requisitos de ley.

Tal instrumento requiere de ciertas solemnidades39. El matrimonio es un acto
jurídico familiar solemne, que no puede ser celebrado sino en la forma esta-
blecida por la ley, y las convenciones también lo son40. Las convenciones
matrimoniales deben ser hechas por escritura pública41 antes de la celebración
del matrimonio42. De allí que se aluda al “principio de la solemnidad” a tenor del
artículo 143 del Código Civil que indica: “Las capitulaciones matrimoniales
deberán constituirse por instrumento otorgado ante un Registrador Subalterno
antes de la celebración del Matrimonio; pero podrán hacerse constar por docu-
mento auténtico que deberá ser inscrito en la Oficina Subalterna de Registro de
la Jurisdicción del lugar donde se celebre el matrimonio, antes de la celebración
de éste, so pena de nulidad”. El tiempo de su celebración es, pues, previo al
matrimonio43, así como también su modificación. Por lo que ha indicado la
Casación que entre los requisitos de forma de celebración de las capitulaciones

347

38 Véase: infra 3.2.
39 Véase: Garbati Garbati y León Parada: ob. cit., pp. 570-574; Príncipe V.: ob. cit., 

pp. 26-33.
40 Medina, Graciela: “La posibilidad de pactar el régimen de bienes en el matrimonio,

limitaciones y Proyecto de Reforma del Código Civil”. En: La Ley. Tomo E. Buenos
Aires, 1999, www.gracielamedina.com/archivos/articulos/pdf/000050.pdf.

41 Bossert y Zannoni: ob. cit., p. 234; Díaz-Ambrona Bardají y Hernández Gil: ob. cit.,
p. 265.

42 Zingman de Domínguez, Nydia: “Reformas al régimen de bienes en el matrimonio y
su incidencia en las empresas de familia”. En: Revista Actualidad. 1999, www.zing-
mandominguez.com/documentos/documento16.pdf, deben ser hechas por escritura
pública antes de la celebración del matrimonio, y solo producen efectos a partir de esa
celebración y en tanto el matrimonio no sea invalidado. Pueden ser modificadas antes
del matrimonio, mediante un pacto otorgado también por escritura pública.

43 Véase: artículos 143 y 144 del Código Civil; Código Civil de Venezuela, artículos 141
al 164, ob. cit., pp. 71-115.
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matrimoniales, se establece un presupuesto relacionado con la temporalidad,
esto es: su registro antes de la celebración del matrimonio44.

De allí que se afirme que “no son convenios o contratos entre cónyuges sino
entre contrayentes”45. Rige también en el ordenamiento venezolano la “inmu-
tabilidad” posterior al matrimonio de las capitulaciones46, de conformidad
con el artículo 144 del Código Civil que dispone: “Para la validez de las modi -
fi caciones en las capitulaciones matrimoniales, es necesario que se registren
con anterioridad a la celebración del matrimonio, de conformidad con el
artículo precedente, y que todas las personas que han sido parte en las capitu-
laciones presten su consentimiento a la modificación”47. Así pues, cualquier
modificación de las capitulaciones dado su necesario carácter previo al matri-
monio debe tener lugar anteriormente a éste y con el cumplimiento de las res-
pectivas formalidades de ley. En consonancia con el artículo 143 del Código
Civil, las capitulaciones deben cumplir necesariamente con la formalidad o
solemnidad de la protocolización, ante el funcionario correspondiente48, obvia-

44 TSJ/SCC, sent. N° 000009 del 17-01-2012, http://www.tsj.gov.ve/decisiones/scc/enero/
rc.000009-17112-2012-11-221.html; vease: sent. de fecha 11-03-1987 (DFMSCM2),
pp. 30-31, citada supra, las capitulaciones celebradas con posterioridad al matrimonio
no tienen efecto jurídico alguno en Venezuela.

45 Méndez Costa, María Josefa y D’Antonio, Daniel Hugo: Derecho de Familia. Tomo II.
Rubinzal-Culzoni editores. s/l, 2001, p. 67.

46 Véase: Bocaranda Espinoza: ob. cit. (Guía Informática…), pp. 13 y 22-25.
47 Véase también artículo 145 del Código Civil: “Toda modificación en las capitulacio-

nes matrimoniales, aunque revestida de las formalidades preceptuadas en el artículo
anterior, queda sin efecto respecto a terceros, si al margen de los protocolos del ins-
trumento respectivo no se ha anotado la existencia de la escritura que contenga la
modificación. No se dará copia del instrumento de capitulaciones matrimoniales sin
la inserción de la predicha nota, so pena para quien lo hiciere de pagar una multa, que le
será impuesta por su superior, de cien a mil bolívares, quedando a salvo las acciones
civiles o penales a que dicha omisión diere lugar”; Código Civil de Venezuela, artículos
141 al 164, ob. cit., pp. 117-128.

48 Ante el respectivo Registrador Subalterno. Es interesante comentar que el Decreto
Ley de Registro Público y del Notariado (Gaceta Oficial de la República Bolivariana
de Venezuela N° 37.333 del 27-11-2001) en su artículo 74 numeral 8, le atribuía com-
petencia al Notario en materia de capitulaciones matrimoniales; posteriormente, con
reforma del anterior instrumento legal efectuado por la Ley de Registro Público y del
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mente antes de la fecha de celebración del matrimonio. Dicha formalidad no
se cumple ante una oficina cualquiera de Registro sino que la competente es
la jurisdicción correspondiente a donde se celebrará el matrimonio49. Cierta-
mente, “... las capitulaciones deben ser debidamente protocolizadas ante la
Oficina de Registro (…) del lugar donde vaya a celebrarse el matrimonio,
ello debido a que tal régimen no solo interesa a los cónyuges, sino también 
a los terceros que se puedan ver afectados por las estipulaciones efectuadas
por los futuros contrayentes”50.

Se había indicado que su celebración debería constar en la correspondiente
acta de matrimonio51. Mención que efectivamente consagró la Ley Orgánica
de Registro Civil dentro de las que actualmente debe contener la respectiva
acta de matrimonio en su artículo 104 numeral 5: “Datos registrales del docu-
mento de capitulaciones matrimoniales, si los hubiere”52. Por lo que su no
inclusión bien podría propiciar una rectificación de partidas por “omisión” de
una de las menciones de ley.

Dado que las capitulaciones matrimoniales constituyen una aplicación de la
autonomía de la voluntad que de no tener lugar supone la aplicación del régimen
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Notariado (Gaceta Oficial de la República Bolivariana de Venezuela N° 5.833
extraordinario del 22-12-2006), en su artículo 45 numeral 11, prevé nuevamente la
necesidad de Registro Público de las capitulaciones por lo que cabe seguir sostenien-
do su solemnidad registral; finalmente el Decreto con rango, valor y fuerza de Ley de
Registros y del Notariado (Gaceta Oficial de la República Bolivariana de Venezuela
N° 6.156 extraordinario del 19-11-2014), mantiene la exigencia de la inscripción en
el Registro Público, según su artículo 46 numeral 11.

49 Véase: Sansó Rotondaro: ob. cit., p. 140; TSJ/SCC, sent. Nº 00104 de fecha 06-03-
2009, http://www.tsj.gov.ve/decisiones/scc/Marzo/RC.00104-6309-2009-08-532.html;
TSJ/SCC, sent. Nº 000546 de fecha 22-11-2010, http://www.tsj.gov.ve/decisiones/scc/
noviembre/rc.000546-221110-2010-10-186.html.

50 Juzgado Primero de Primera Instancia en lo Civil, Mercantil y del Tránsito de la Cir-
cunscripción Judicial del estado Miranda, sent. de fecha 10-09-2004, exp. 24.213,
http://miranda.tsj.gov.ve/decisiones/2004/septiembre/101-10-24.213-.htm.

51 Domínguez Guillén: ob. cit. (Manual de Derecho de Familia), p. 104.
52 Véase: artículo 58, ordinal 11 del Reglamento Nº 1 de la Ley Orgánica de Registro

Civil (Resolución Nº 121220-0656 del Consejo Nacional Electoral, Gaceta Oficial de
la República Bolivariana de Venezuela N° 40.093 de fecha 18-01-2013).
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legal supletorio, se aclara –aunque parezca obvio– que las mismas son neta-
mente “facultativas”. Existe pues plena libertad para estipularlas o para no
hacerlo. Como es necesario que todo matrimonio tenga un régimen económico
a falta de tales rige el régimen legal53. Se agrega su carácter “bilateral” toda
vez que establecen deberes y derechos para ambos contrayentes54.

A los anteriores requisitos se podría agregar algo obvio de todo acto jurídico,
a saber, la respectiva capacidad de obrar. La “capacidad”55 de las partes para
celebrar las capitulaciones se afirma que la misma se deriva de la capacidad
matrimonial56. En cuanto a la capacidad para celebrar capitulaciones se precisa
distinguir entre los siguientes incapaces de obrar: el menor, el inhabilitado y el
entredicho (judicial y legal). La capacidad para celebrar capitulaciones viene
dada, en principio, por la capacidad matrimonial, es decir, por ser accesorias
al matrimonio, podrá celebrarlas quien tenga capacidad para contraer matrimo-
nio, aun cuando medie “capacidad limitada” porque la ley prevé la asistencia o
la autorización por tratarse de un acto personalísimo aunque sea patrimonial. El
menor de edad57 puede celebrarlas con la asistencia y aprobación de la persona
cuyo consentimiento es necesario para el matrimonio (artículo 146 del Código
Civil58); el inhabilitado precisa de la asistencia y aprobación del curador y
aprobación del juez con conocimiento de causa (artículo 147 del Código
Civil59); el entredicho judicial por carecer de discernimiento no puede realizar
capitulaciones matrimoniales porque ni siquiera cuenta con capacidad ma -
trimo nial y al tratarse de un acto personalísimo no obstante su contenido
patrimonial no se admite la representación legal60; el condenado a presidio si

53 Serrano Alonso: ob. cit., p. 174.
54 Ibíd., p. 175; Padrón de Melet y González de Goizueta: ob. cit., pp. 162-163.
55 Véase: Príncipe V.: ob. cit., pp. 20-25, Murga Arroyave: ob. cit., pp. 21-23, Planiol 

y Ripert, ob. cit., pp. 1346-1347, Bonnecase: ob. cit., pp. 394-396.
56 Véase: Domínguez Guillén: ob. cit. (Manual de Derecho de Familia), pp.106-107.
57 La edad referida en el artículo 46 del Código Civil relativa a 14 años para la mujer y 16 para

el hombre, fue cambiada a 16 para ambos. Véase: TSJ/SC, sent. N° 1353 del 10-10-2014,
http://www.tsj.gov.ve/decisiones/scon/octubre/170070-1353-161014-2014-10-0161.html.

58 Véase: Código Civil de Venezuela, artículos 141 al 164, ob. cit., pp. 129-144.
59 Ibíd., pp. 145-155.
60 Véase: Domínguez Guillén, María Candelaria: Ensayos sobre capacidad y otros temas

de Derecho Civil. 3ª, Tribunal Supremo de Justicia. Caracas, 2010, pp. 398-400.
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bien por un sentido sancionatorio está privado de la libre administración de
sus bienes por actos entre vivos según el artículo 23 del Código Penal61 tiene
en nuestro concepto capacidad para celebrar capitulaciones por tener capa-
cidad matrimonial en razón de tratarse de un acto personalísimo no obstante
su connotación patrimonial, pues tal norma debe ser objeto de interpreta-
ción estricta62. Debe recordarse que toda persona con capacidad para con-
traer matrimonio, la tiene también para hacer capitulaciones matrimoniales.
El entredicho legal puede celebrar convenciones matrimoniales porque
quien es capaz para contraer nupcias lo es para celebrar los pactos nupcia-
les63; ya el citado artículo 23 del Código Penal no contiene prohibición
alguna al respecto64. En todo caso, la capacidad se presume y la incapacidad
debe probarse65.

Las capitulaciones matrimoniales, como los actos jurídicos en general, se
presentan válidas para el Derecho, salvo que sean declaradas nulas, mediante

351

61 Que indica: “La interdicción civil por causa criminal no podrá imponerse como pena
principal, sino únicamente como accesoria a la de presidio. Sus efectos son privar al
reo de la disposición de sus bienes por actos entre vivos y de la administración de los
mismos, de la patria potestad y de la autoridad marital. A la administración de los
bienes del entredicho se preverá conforme lo dispone el Código Civil respecto a los
que se hallen en interdicción”; lo cual para un sector de la doctrina le impide efectuar
capitulaciones. Véase en tal sentido: Grisanti Aveledo de Luigi: ob. cit., p. 225;
Garbati Garbati y León Parada: ob. cit., p. 571; López Herrera: ob. cit. (Derecho de
Familia), p. 517.

62 Domínguez Guillén: ob. cit. (Ensayos sobre capacidad…), p. 465.
63 Ochoa Gómez, Oscar E.: Derecho Civil I Personas. Universidad Católica Andrés

Bello. Caracas, 2006, p. 701.
64 Príncipe V.: ob. cit., p. 25, indica la autora que sí puede realizarse, pero que, en tal

caso, debe designarse un tutor a objeto de perfeccionar el contrato. Disentimos de tal
criterio porque de tener capacidad plena para tal acto puede hacerlo por sí solo. Ello,
amén de que no resulta claro desde el punto de vista práctico quién ha de ser el tutor
del entredicho, y pretender la complicada constitución del procedimiento tutelar haría
nugatorio la posibilidad de efectuar capitulaciones (Véase nuestros comentarios en
Ensayos sobre capacidad, ob. cit., pp. 469-471). Aunque la razón básica es que tales
dependen de la capacidad matrimonial que el condenado a presidio sí tiene, porque, 
a diferencia del entredicho judicial, sí tiene discernimiento.

65 Véase: Domínguez Guillén: ob. cit. (Ensayos sobre capacidad…), p. 47.
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sentencia definitivamente firme por el respectivo órgano judicial66, por lo que
mientras ello no acontezca conservan su fuerza o vigor entre las partes. En
cuanto a la nulidad67 de las capitulaciones matrimoniales, la misma tiene
lugar –siguiendo el sentido general de tal institución– cuando acontece la
trasgresión o violación de una formalidad esencial o sustancial en su celebra-
ción: “La nulidad de las capitulaciones matrimoniales, no es más que la san-
ción civil que impone el legislador, determinada por la trasgresión de una
disposición legal en el acto de su celebración, que implica su eliminación de
la vida jurídica total o parcialmente”68.

Tal nulidad puede ser absoluta o relativa según se hayan violentado normas
de orden público o del interés particular de las partes, respectivamente. Como
ejemplos de nulidad absoluta se coloca la violación de las necesarias solem-
nidades legales (funcionario incompetente) o normas de orden público (deberes
y derechos de los cónyuges), en tanto que como ejemplos de nulidad relativa
se aprecia la incapacidad legal y los vicios del consentimiento. La nulidad
absoluta dada su naturaleza no es convalidable y no prescribe, pero la doctrina
señala que si el matrimonio se disolvió o extinguió por sentencia prescribe a
los diez años de conformidad con el artículo 1977 del Código Civil; en tanto
que la relativa es convalidable y la acción para intentarla prescribe a los cinco
años de conformidad con el artículo 1346 del Código Civil69. Se indica que
también pudiera tener lugar una nulidad parcial o total, según se afectare una
porción de la convención o la totalidad de la misma. Las capitulaciones matri-
moniales tienen el efecto de permitir a voluntad de los contrayentes la escogen-
cia del régimen patrimonial que los regirá mientras dure el vínculo matrimonial.

66 Véase: Bayod López, María del Carmen: “Efectos de la invalidez de las capitulacio-
nes matrimoniales en el marco de la teoría general del contrato: ajustes y desajustes”.
En: Estudios NUL. 2006, http:// www.codigo-civil.info/nulidad/lodel/document.
php?id=185. Véase en un sentido más amplio: Murga Arroyave: ob. cit., passim.

67 Véase sobre la nulidad: Garbati Garbati y León Parada: ob. cit., pp. 574-577; Código
Civil de Venezuela, artículos 141 al 164, ob. cit., pp. 62-68; Príncipe V.: ob. cit., 
pp. 47-56.

68 Juzgado Primero de Primera Instancia en lo Civil, Mercantil y del Tránsito de la
Circunscripción Judicial del estado Miranda, sent. de fecha 10-09-2004, citada supra.

69 López Herrera: ob. cit. (Derecho de Familia), p. 516; Grisanti; ob. cit., p. 230.
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La declaratoria definitivamente firme de nulidad de las mismas las dejará sin
efecto jurídico y entrará en aplicación el régimen legal supletorio70.

Los cónyuges, como dijera Lacruz, actúan a través de una delegación que les
proporciona el legislador: les faculta para estipular, modificar o sustituir su
régimen económico matrimonial, pero, al igual que sucede con la legislación
delegada, a ellos solo les corresponde el ejercicio y no la titularidad de esta
facultad, que la sigue conservando el legislador. Por ello, si los particulares no
cumplen con los límites impuestos, no se aplicará el régimen pactado y se
sustituirá por el previsto por el legislador: gananciales71.

Mediante las capitulaciones matrimoniales los futuros contrayentes ejercen la
libertad selectiva del régimen patrimonial, que implica la coincidencia del parecer
de los futuros contrayentes, al tener acuerdo sobre tales efectos72. De no existir
capitulaciones matrimoniales entra en aplicación el régimen legal supletorio73

que supone una presunción de gananciales de por mitad de conformidad con
el artículo 148 del Código Civil, por lo que el citado negocio jurídico de las
“capitulaciones matrimoniales” constituye la excepción a la aplicación de
dicha presunción de comunidad habida durante el matrimonio74.
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70 Domínguez Guillén: ob. cit. (Manual de Derecho de Familia), pp. 105-106.
71 Bayod López: ob. cit., passim.
72 Bocaranda Espinoza: ob. cit. (El régimen de los bienes matrimoniales…), pp. 17-18.
73 Véase: TSJ/SCC, sent. N° 00447 de fecha 21-06-2007, http://www.tsj.gov.ve/decisiones/

scc/Junio/RC-00447-210607-061066.htm, “… si de acuerdo al principio de autonomía
de la voluntad, los futuros contrayentes han escogido un régimen de patrimonios sepa-
rados, ninguna de las normas del Código Civil serán aplicables para regular el régi-
men patrimonial del matrimonio. Por tanto, será necesario en cada caso examinar los
términos en los cuales han sido convenidas las capitulaciones matrimoniales, para
determinar la eventual aplicación de las normas que integran el régimen legal suple-
torio”; Albaladejo García, Manuel: Curso de Derecho Civil IV Derecho de Familia.
11ª, Edisofer SL. Madrid, 2008, p. 128.

74 Domínguez Guillén: ob. cit. (Manual de Derecho de Familia), p. 104.
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3. Las capitulaciones matrimoniales
y la autonomía de la voluntad

3.1. Manifestación de la libertad contractual
Se pregunta la doctrina cuál es el sentido fundamental de las capitulaciones
matrimoniales, esto es, cuál es su relevancia en el ámbito del Derecho privado
y qué papel juega en tal sentido la voluntad.

Los cónyuges tienen plena libertad para escoger el régimen conyugal que
quieran75. La ley deja libertad para que los interesados configuren un régimen
patrimonial por el que regirse76. De lo que se concluye acertadamente que las
mismas constituyen la máxima aplicación del principio de la autonomía de la
voluntad77 en la esfera de las normas relativas al régimen patrimonial del matri-
monio. “Es una aplicación del principio general de la autonomía privada”78.
El principio de la autonomía de la voluntad79 en cuanto principio general que se
manifiesta en todo el campo del derecho, debe ser también admitido dentro del
régimen patrimonial del matrimonio, y los cónyuges deben tener cierta libertad
para pactar el régimen patrimonial que regirá su matrimonio80. El pacto en el

75 Morales Acacio, Alcides: “Capitulaciones matrimoniales”. En: Revista Jurídica
Mario Alario D`Filippo. Vol. 1, N° 2. Universidad de Cartagena. 2011, p. 87,
http://revistas.unicartagena.edu.co/index.php/marioalariodfilippo/article/view/26/13.

76 Albaladejo: ob. cit., p. 128.
77 Véase: Garbati Garbati y León Parada: ob. cit., p. 567; Domínguez Guillén: ob. cit.

(Manual de Derecho de Familia), pp. 102-103; Domínguez Guillén: ob. cit. (Diccio-
nario de Derecho Civil), p. 30.

78 Díaz-Ambrona Bardají y Hernández Gil: ob. cit., p. 244.
79 Véase sobre dicho principio en general: Madrid Martínez, Claudia: “La libertad con-

tractual: su lugar en el Derecho venezolano de nuestro tiempo”. En: Derecho de las
Obligaciones Homenaje a José Mélich Orsini. Academia de Ciencias Políticas y
Sociales. Caracas, 2012, pp. 105-140 (también: www.uma.edu.ve/admini/ckfinder/
userfiles/files/la%20libertad%20contractual.pdf, pp. 23-25); Madrid Martínez, Claudia:
“Las limitaciones a la autonomía de la voluntad, el estado social de derecho y la sen-
tencia sobre los créditos indexados”. En: Temas de derecho Civil. Libro Homenaje
a Andrés Aguilar Mawdsley. Tomo I. Tribunal Supremo de Justicia. Caracas, 2004,
pp. 757-814.

80 Medina: ob. cit., passim.
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que se establece un régimen económico matrimonial es una manifestación de la
autonomía de la voluntad que tiene una especial eficacia81.

En tal sentido, De Freitas concluye acertadamente que la incidencia de la
autonomía de la voluntad en el “Derecho de la Persona y de Familia” es ente-
ramente excepcional dado el carácter de orden público de la materia, limitán-
dose la intervención de la voluntad a aquellos casos en que el legislador lo
permite82. Precisamente, la autora al referirse al estado familiar y al matrimo-
nio indica que: “las capitulaciones matrimoniales, representan la máxima
manifestación de la autonomía de la voluntad, en la determinación del régi-
men patrimonial de los cónyuges, dentro de los límites exigidos por la ley”83.

En efecto, si damos un panorama de los casos en que la ley permite la interven-
ción de la voluntad en el Derecho de Familia, veremos que son delimitados por
el legislador (matrimonio, divorcio no contencioso, reconocimiento volunta-
rio, adopción) siendo, precisamente, la opción de escoger por el régimen de
capitulaciones matrimoniales una espléndida oportunidad para poner en juego
la libre voluntad de los contrayentes y sustituir así el régimen legal subsidiario.
Ello a condición de que tal amplitud cumpla con los requisitos y formalidades
de ley con anterioridad al matrimonio.

Se trata de una situación semejante de la que la doctrina le reconoce a las nor-
mas dispositivas o “supletorias”, que son aquellas que entran en aplicación a
falta de voluntad de las partes, a diferencia de las normas imperativas que son
obligatorias84. De allí que se aluda a “régimen legal supletorio” o de ganancia-
les a falta de capitulaciones matrimoniales de conformidad con el artículo 148
del Código Civil que dispone: “Entre marido y mujer, si no hubiere convención

355

81 López y López, A. M. et alter: Derecho de Familia. 3ª, Tirant lo Blach. Valencia,
1997, p. 93.

82 De Freitas De Gouveia, Edilia: “La autonomía de la voluntad en el Derecho de la Persona
Natural”. En: Revista Venezolana de Legislación y Jurisprudencia. Nº 1. Caracas, 2013,
pp. 177-181.

83 Ibíd., p. 125.
84 Véase: Domínguez Guillén, María Candelaria: Manual de Derecho Civil I Personas.

Ediciones Paredes. Caracas, pp. 30-31; De Freitas De Gouveia: ob. cit., pp. 53-62.
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en contrario, son comunes, de por mitad, las ganancias o beneficios que se
obtengan durante el matrimonio”. La convención en contrario, precisamente,
viene dada por la figura bajo análisis: las capitulaciones matrimoniales son la
forma jurídica idónea para evitar la aplicación de la comunidad de gananciales
que hace comunes de por mitad los ingresos habidos en el matrimonio.

Nuestro Legislador reconoce a los interesados una amplia libertad para la esco-
gencia del régimen patrimonial, pues, las capitulaciones matrimoniales son con-
tratos y, en tal materia, el principio es la autonomía de voluntad85. Obviamente,
según se indicó, el grado de autonomía de la voluntad permite pactar todo aque-
llo que no contradiga disposiciones legales86. Dicho principio supone la idea
de libertad de las partes en reglar las relaciones que le atañen, en este caso, de
escoger la forma en que será regulado y administrado el régimen patrimonial
del matrimonio. Así lo indicado la jurisprudencia del Máximo Tribunal:

El régimen patrimonial de los cónyuges en la República Bolivariana de
Venezuela, se rige, de conformidad con lo previsto en el artículo 141 del
Código Civil, por las convenciones de las partes y por la Ley. Esto supone
que los contrayentes tienen la libertad de fijar mediante las capitulaciones
matrimoniales, el régimen patrimonial que ellos prefieran, pero, si no
hacen uso de ese derecho, se les impone, en forma obligatoria, un régimen
legal supletorio, que es comúnmente denominada comunidad limitada de
gananciales. Debe advertirse, que derivada de la libertad que concede la Ley,
de establecer convencionalmente el régimen patrimonial, surge la posibili-
dad de que los interesados, de común acuerdo, para ciertos temas, decidan
utilizar el régimen legal supletorio. Por tanto, la existencia de las capitula-
ciones matrimoniales y la manera en que han sido convenidas, será deter-
minante para saber en qué medida tienen cabida para regular ciertos
aspectos del régimen patrimonial, las normas del Código Civil. Por ello,
que en los casos en los cuales se haya convenido un régimen de separación
total de patrimonios, no son aplicables ninguna de las normas que regulan
el régimen supletorio del Código Civil87.

85 López Herrera: ob. cit. (Derecho de Familia), pp. 493-494.
86 Bocaranda Espinoza: ob. cit. (Guía Informática…), p. 19.
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Es por ello que si las partes han optado libremente por seleccionar un régimen
jurídico patrimonial diferente al legal o supletorio, como evidente manifestación
de la autonomía de la voluntad en un área donde el ordenamiento le da perfecta
cabida a tal posibilidad, tal acuerdo debe ser respetado por toda la vigencia del
matrimonio. Veremos, sin embargo, que ello no es óbice a la procedencia
excepcional de algunas figuras relativas a las fuentes de las obligaciones, 
a pesar de la validez de los citados pactos.

3.2. Limitaciones
Vale aclarar, que si bien las capitulaciones matrimoniales constituyen mani-
festación de la autonomía o libertad en la selección del régimen patrimonial
del matrimonio, sus disposiciones deben dirigirse a éste. Esto es, el objeto del
citado contrato previo al matrimonio ha de enfocarse a la selección del sistema
patrimonial88. No aplica a diferencia de otros ordenamientos sobre aspectos
personales del matrimonio89. Así se aclara que si bien las capitulaciones son
contratos y rige el principio de autonomía de la voluntad, esa libertad de con-
tratación no es ilimitada, pues la propia ley la restringe en el artículo 141 del
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87 TSJ/SCC, sent. N° 00447, citada supra; TSJ/SCC, sent. N° 00246, citada supra. En el
mismo sentido lo ha referido la jurisprudencia de instancia: Juzgado Primero de Pri-
mera Instancia en lo Civil, Mercantil y del Tránsito de la Circunscripción Judicial del
estado Miranda, sent. de fecha 10-09-2004, citada supra, “Las capitulaciones son un
acto o convenio perfeccionado por los futuros contrayentes, con la finalidad de deter-
minar el régimen patrimonial del matrimonio, es decir, es una relación contractual
donde la pareja antes de formalizar su relación, fijan la forma mediante la cual se regirá
la comunidad de bienes durante la unión conyugal. Nuestra legislación reconoce a los
contrayentes amplia libertad para estipular su régimen patrimonial matrimonial, fun-
damentado en la autonomía de la voluntad, como principio fundamental del campo de
las relaciones contractuales, siempre y cuando no sean acordadas cláusulas contrarias
a las leyes, a normas de orden público y a las buenas costumbres”.

88 Véase: Pérez Sanz, Antonio: “Límites a la autonomía de la voluntad en las capitula-
ciones matrimoniales”. En: Anales de la Academia Matritense del Notariado.Tomo 26.
Madrid, 1985, http:// libros-revistas-derecho.vlex.es.

89 Véase sobre el Derecho español: Blanco-Rodríguez, Jinyola: “Capitulaciones matrimo-
niales: ¿modificación, sustitución y eliminación del régimen económico del matri-
monio?”. En: Ambiente Jurídico. N° 13. 2011, pp. 239-255�, puede referirse no solo a
aspectos patrimoniales sino también personales, http://dialnet.unirioja.es/descarga/
articulo/4089390.pdf; Rozales: ob. cit., passim.
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Código Civil90. Al efecto indicamos, supra 2, que de conformidad con el artículo
142 del Código Civil tales convenios no pueden afectar normas imperativas o de
orden público91. No cabe, pues, alterar o pretender afectar normas taxativas u
obligatorias relativas a la institución matrimonial, tales como la obligación de
alimentos, los derechos de los cónyuges, la delación o la normativa sucesoria.

Al efecto indica López Herrera que las convenciones matrimoniales no pue-
den violentar normas legales de orden público entre las que cita las relativas
a la tutela92 o la obligación de alimentos como parte del deber de socorro, de
conformidad con el artículo 139 del Código Civil93. Se concluye que los cita-
dos convenios no pueden ser contrarios a las leyes, orden público y las buenas
costumbres; contrarios a los deberes y derechos de los cónyuges; contrarios a
normas imperativas como las relativas a divorcio, separación de cuerpo y
capacidad; contrarios a disposiciones sobre sucesión hereditaria o contrarios
a la Ley sobre Derechos de Autor94. En la doctrina española, igualmente entre
los límites a la libertad de pacto de las capitulaciones, se indica que no pue-
den ser contrarios a las leyes, las buenas costumbres o la igualdad de deberes
y derechos de los cónyuges95. Se afirma que no cabe tampoco el estableci-
miento mediante capitulaciones de una comunidad universal entre cónyuges96.

90 Padrón de Melet y González de Goizueta: ob. cit., p. 164.
91 Véase: Borjas, Leopoldo: “Régimen patrimonial según el nuevo Código Civil”. En:

Revista de Derecho Privado. Nº 1. Universidad Central de Venezuela. Caracas, 1983,
p. 11; Código Civil de Venezuela, artículos 141 al 164, ob. cit., pp. 54-62; Príncipe
V.: ob. cit., pp. 10-19.

92 López Herrera: ob. cit. (Derecho de Familia), p. 494.
93 Ídem, nota 2. Véase en el mismo sentido: Serrano García: ob. cit., passim.
94 Véase: Ley sobre Derechos de Autor, artículo 34: “No obstante cualquier cláusula en

contrario de las capitulaciones matrimoniales, el derecho de autor corresponde exclu-
sivamente al cónyuge autor o derechohabiente del autor. En caso de comunidad legal
de bienes, el cónyuge titular del derecho podrá administrarlo y disponer de él sin las
limitaciones del artículo 154 del Código Civil…”; Padrón de Melet y González de
Goizueta: ob. cit., p. 165; Garbati Garbati y León Parada: ob. cit., pp. 567-570.

95 Díaz-Ambrona Bardají y Hernández Gil: ob. cit., p. 264.
96 Sansó Rotondaro: ob. cit., p. 139.
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El contenido de las capitulaciones es, pues, meramente económico, por lo
que no pueden afectar deberes y derechos asociados al matrimonio97. Son,
por tanto, asuntos extraños los pactos que se refieran al vínculo matrimo-
nial98. Su objeto es exclusivamente regular el régimen patrimonial por lo que
mal pueden pretender inmiscuirse en otras materias del Derecho de Familia
que, por lo general, están teñidas por la imperativa noción de orden público.

En efecto, las capitulaciones matrimoniales no pueden vulnerar disposiciones
imperativas o de orden público, entre las que cabe citar, las sucesorales99, como
la legítima a favor del cónyuge. Así lo prevé expresamente el artículo 142 del
Código Civil aludiendo inclusive en su parte final a la sucesión hereditaria100.
Siendo así, mal podría concluirse que, por efecto de tales convenciones matrimo-
niales, el cónyuge sobreviviente pierda su imperativa condición de heredero legi-
timario o forzoso, pues la referencia a la separación legal de bienes del artículo
883 del Código sustantivo ha de entenderse teleológicamente a la “separación
judicial de bienes”101 como elemento de perturbación del matrimonio. Las
convenciones o capitulaciones matrimoniales “no” afectan en modo alguno la
legítima que por derecho le corresponde al cónyuge sobreviviente; cualquier
disposición que así lo pretenda estaría viciada de nulidad. Al efecto indica una
decisión judicial a propósito de las indicaciones de la recurrida:

También alegan los apoderados de la demandada el contenido en la Cláusula
Sexta del Contrato de las Capitulaciones Matrimoniales que dice: “Ambos
otorgantes declaran estar en conformidad con lo que dispone el artículo
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97 Murga Arroyave: ob. cit., p. 19.
98 Domínici: ob. cit., p. 258.
99 Véase: López Herrera: ob. cit. (Derecho de Familia), p. 495, “las convenciones matri-

moniales no pueden tampoco derogar disposiciones legales sobre sucesión hereditaria”.
100 Que indica: “Serán nulos los pactos que los esposos hicieren contra las leyes o las buenas

costumbres, o en detrimento de los derechos y obligaciones que respectivamente tienen
en la familia, y los contrarios a las disposiciones prohibitivas de este Código y a las estable-
cidas sobre divorcio, separación de cuerpos, emancipación, tutela y sucesión hereditaria”.

101 Véase artículo 883 del Código Civil: “La legítima es una cuota de la herencia que se
debe en plena propiedad a los descendientes, a los ascendientes y al cónyuge sobrevi-
viente que no esté separado legalmente de bienes, con arreglo a los artículos siguientes”.
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883 del Código Civil. Al contraer matrimonio bajo el régimen de bienes
establecido en las Capitulaciones no seremos herederos legitimarios el uno
del otro, toda vez que estaremos total y legalmente separados de bienes”.
Esta cláusula sería nula por disposición del artículo 142 del Código Civil
que prohíbe a los esposos hacer pactos sobre sucesión hereditaria bajo
pena de nulidad102.

Es por ello que hemos sostenido que en el Derecho venezolano, las capitula-
ciones matrimoniales no se asimilan a una separación judicial de bienes y por
tal no excluyen la vocación hereditaria de mediar únicamente una separación
de cuerpos, así como tampoco afectan la legítima de los cónyuges porque esta
forma parte esencial de la sucesión legal por razones imperativas. Las capitu-
laciones tampoco excluyen la preferencia de orden público en materia de
delación que impone al cónyuge ser tutor de derecho del entredicho, pues
cuando el artículo 398 del Código Civil alude al cónyuge “separado legalmente
de bienes” ha de entenderse lógicamente a la separación judicial de bienes
como elemento de perturbación del vínculo conyugal así como indicamos
respecto de la legítima103.

102 TSJ/SCC, sent. N° 00698 de fecha 10-08-2007, http://www.tsj.gov.ve/decisiones/scc/
agosto/rc-00698-100807-99254.htm.

103 Véase: Domínguez Guillén: ob. cit. (Manual de Derecho de Familia), pp. 109-117;
Domínguez Guillén, María Candelaria: Manual de Derecho Sucesorio. Edit. Texto.
Caracas, 2010, pp. 251 y 442-448; Juzgado Sexto de Primera Instancia en lo Civil,
Mercantil y del Tránsito de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de
Caracas, sent. de fecha 14-07-2008, citada supra, “… desde el punto de vista lógico,
se hacen capitulaciones para precaver un divorcio con el consabido conflicto sobre los
bienes, pero pretender que el cónyuge no herede nada en caso de muerte o esté excluido
como tutor es, por decirlo, impropio. De tal forma, una cosa es casarse con capitula-
ciones matrimoniales y otra distinta es la separación de bienes como figura que denota
un eventual conflicto de la relación matrimonial; si la primera generase las mismas
limitaciones jurídicas, no tendría sentido útil el vínculo matrimonial. En razón de
que las capitulaciones en modo alguno se asimilan a una separación de bienes, el cón-
yuge es indiscutiblemente el tutor de derecho, esto es, el primer llamado por la ley
para ser tutor del entredicho por aplicación del artículo 398 del Código Civil: El cón-
yuge mayor de edad y no separado legalmente de bienes es de derecho tutor de su
cónyuge entredicho…”.
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3.3. Posibles soluciones al excesivo desequilibrio económico
producto de una separación absoluta de bienes104

Está claro que, por aplicación del tan citado principio de la autonomía de la
voluntad, las partes pueden celebrar capitulaciones matrimoniales a los fines de
sustraerse del régimen legal supletorio –el cual, a nuestro entender, constituye una
concepción equitativa de distribución de ingresos y cargas comunes que impone
el legislador venezolano a falta de la celebración de capitulaciones matrimonia-
les– que establece claramente un catálogo de bienes propios porque son ajenos al
esfuerzo común (artículos 151 al 155 del Código Civil), así como de bienes
comunes de los cónyuges (artículos 156 al 164 eiusdem).

Ahora bien, tales capitulaciones matrimoniales entre sus manifestaciones
pueden traducirse en una separación total y absoluta de bienes en la que se
estipule que los cónyuges no tendrán participación alguna en los bienes pro-
ducidos durante el matrimonio por parte del otro. Esto es, podría válida y
libremente disponerse no injerencia alguna en los beneficios patrimoniales
del otro cónyuge. La concepción tradicional, que inspira la idea de la libre
autonomía de la voluntad, hará concluir que, en caso de divorcio, no existirá
absolutamente nada que reclamar patrimonialmente por parte de un cónyuge
hacia el otro en razón de los ingresos habidos durante la “unión”, precisa-
mente por haber libremente descartado tal opción –al margen de su justicia 
o equidad– mediante las capitulaciones.

Pueden, sin embargo, plantearse supuestos que dejen sentir la injusticia e
inequitativa desproporción de los radicales efectos de tal acuerdo, porque uno
de los cónyuges –a pesar de la separación absoluta pactada– haya contribuido
sustancialmente con su actividad al aumento del haber del otro. Verbigracia,
el cónyuge que, dejando de lado su propia vida profesional, se dedicó al cui-
dado a tiempo completo de los hijos comunes, de las labores domésticas del
hogar, y tal vez, inclusive, a colaborar con las actividades profesionales del otro
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104 Vale reseñar que el presente punto que ofrecemos a título de reflexión contó con el
auxilio crítico de múltiples colegas que nos animaron a profundizar sobre el mismo,
así como otros a rebatirlo. A todos ellos –que por ser tantos resulta imposible nombrar–
nuestro profundo agradecimiento.
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permitiendo con ello, que éste aumentara sustancialmente su patrimonio pro-
pio. Incluso se pueden apreciar casos de colaboración económica (pago de
hipoteca, condominio u otros gastos propios del otro cónyuge que aumenta-
ron sustancialmente sus bienes). Esto es, su gestión o aporte hizo posible el
notable incremento de los bienes del otro cónyuge. Ante un caso como este
surge a la vista la injusticia de un sistema de separación absoluta derivado de
las capitulaciones que el régimen legal supletorio pretende evitar con la justa
distribución de los haberes.

Ochoa Muñoz, recientemente, en una ponencia titulada: “Crítica al régimen
económico del matrimonio en Venezuela”, planteó con acierto la injusticia e
inequidad de tal situación, así como la necesidad de buscar en la teoría general
del Derecho Civil una salida que permita mitigar los absurdos efectos de tan
obvia injusticia, pues la posibilidad de indemnización en caso de divorcio es
enteramente excepcional para la hipótesis de interdicción (artículo 185 ordinal 7
del Código Civil) o discapacidad (artículo 195 del Código Civil)105. Así pues,
a diferencia del ordenamiento venezolano en otras legislaciones se plantea la
posibilidad de una pensión compensatoria106 o pensión por “dese quilibrio”.
Más que una pensión periódica, pudiéramos pensar en el estado actual de
nuestro ordenamiento en una reparación.

105 Ochoa Muñoz, Javier: “Crítica al régimen económico del matrimonio en Venezuela”.
En: I Jornadas franco-venezolanas de Derecho Civil. Nuevas tendencias en el derecho
privado y reforma del Código Civil francés. Association Henri Capitant Des Amis de la
Culture Juridique Francaise. Conferencia dictada en Caracas el 14 de febrero de 2014.

106 Céspedes Múñoz, Carlos y Vargas Aravena, David: “Acerca de la naturaleza jurídica
de la compensación económica. La situación en Chile y España”. En: Revista Chilena de
Derecho. Vol. 35, N° 3. Santiago, 2008, p. 439, “la naturaleza jurídica de la compensa-
ción económica es el de una obligación legal de contenido patrimonial y que, fundada
en la equidad, tiene por finalidad entregarle herramientas al cónyuge más débil para
que pueda reiniciar dignamente su vida separada”, http://www.scielo. cl/pdf/rchil-
der/v35n3/art03.pdf. Véase recientemente en España: Diario del Derecho. Madrid de
fecha 10-03-2014, http://www.iustel.com/diario_del_derecho/noticia.asp? ref_ius-
tel=1124732&utm_source=dd&utm_medium=email&nl=1, “El Tribunal Su pre mo ha
obligado a un divorciado a pagar una pensión compensatoria de 400 euros mensuales
a su exmujer al entender que su dedicación en exclusiva durante 21 años al cuidado de
su familia influyó ‘negativamente’ en su desarrollo profesional y determinó un periodo
de cotización menor”.
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Por nuestra parte, coincidimos que, ante un caso de tal naturaleza, no obstante
la validez de las citadas capitulaciones como “máxima manifestación de la
autonomía de la voluntad” y a pesar de la improcedencia del régimen legal
supletorio por aplicación de ésta última, el Derecho debe ofrecer una salida
satisfactoria con base en otras figuras distintas al “contrato” o convención así
como a los principios que orientan nuestro ordenamiento107. Recordemos que
éstos pueden tener un papel primordial en materia de “interpretación” y un
papel subsidiario en materia de “integración”108, por lo que su consideración
es imprescindible.

En materia patrimonial contractual se admite como fundamental el principio de
proporcionalidad que se superpone al principio de la autonomía de voluntad.
Por ejemplo, se ha acotado que la exclusión de una norma dispositiva pudiera
afectar el orden público en aquellos casos en que el alejamiento de la respec-
tiva norma produzca un desequilibrio injustificado de las respectivas obliga-
ciones; debiendo predominar la equivalencia de las prestaciones109. De allí
que las limitaciones impuestas al principio de la autonomía de la voluntad se
hacen sentir como una necesidad imperiosa para poner barreras a la despropor-
cionalidad110 de las partes del negocio; y de allí el declive del citado principio111.
Lo anterior encuentra sentido, por ejemplo ante la improcedencia de cláusulas
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107 Véase en esta Revista el opúsculo de Varela Cáceres, Edison Lucio: “Introducción a
los principios generales del Derecho: especial referencia a los principios sectoriales
del Derecho Laboral”, pp. 247 y ss.

108 Domínguez Guillén: ob. cit. (Manual de Derecho Civil I Personas), pp. 37-38.
109 Cuenca, Delia: “El orden público y la justicia contractual”. En: Estudios en homenaje

a la profesora Teresa Puente. Vol. II. Universitat de Valencia. Valencia, 1996, 
pp. 621-622, http://books.google.co.ve/books?isbn=8437028779.

110 Véase: TSJ/SCC, sent. 000176 de fecha 20-05-2010, http://www.tsj.gov.ve/decisio-
nes/scc/mayo/rc.000176-20510-2010-06-451.html, “las nuevas tendencias apuntan a
la necesidad de luchar contra aquellos comportamientos en los cuales una persona no
ejerce violencia sobre la otra, sino que se aprovecha de la situación de ella para obtener
un beneficio desproporcionado”.

111 Hernández Fraga, Katiuska y Guerra Cosme, Danay: “El principio de autonomía de la
voluntad contractual. Sus límites y limitaciones”. En: REJIE, Revista Jurídica de
Investigación e Innovación educativa. N° 6. Universidad de Málaga. 2012, pp. 27-46,
http://www.eumed.net/rev/rejie/06/hfgc.hmlt
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abusivas que violan la buena fe y el justo equilibrio de las prestaciones112. La
defensa de la autonomía de la voluntad no supone defender los abusos113, por lo
que cede a nivel negocial ante la justicia, la equidad y la proporcionalidad. Se
impone como consecuencia corregir la desproporción. Tal idea es de vieja data,
la formulación más famosa de las idea de justicia correctiva es la de Aristóteles,
que algunos han tratado de ver en algunas figuras del contracto114 y en materia
de responsabilidad civil115.

Si bien se afirma que las capitulaciones no se rigen por las mismas normas
que el “contrato”, también es cierto que algunos de los principios que lo regu-
lan aplican igualmente a la convención, pues la idea de justicia y equidad
soporta las relaciones jurídicas en general. Si tales ideas orientan el contrato,
no pueden ser enteramente descartables ante el Derecho de Familia. Pues, en
todo caso, lo importante son los valores superiores del ordenamiento jurídico
que justifican tal interpretación: la justicia y proporcionalidad inspira múltiples
figuras de derecho patrimonial a la vez que constituye regla de interpretación e
integración. De hecho, mal podría descartarse por vía de capitulaciones la pro-
cedencia de instituciones que superan el ámbito del contrato, tales como otras
fuentes distintas a éste, como el enriquecimiento sin causa o inclusive la res-
ponsabilidad extracontractual. Sería como renunciar anticipadamente a una
legítima posibilidad jurídica ajena al ámbito contractual o convencional. Vale
recordar que las cláusulas contractuales que pretender excluir absolutamente la

112 Véase: Domínguez Guillén: ob. cit. (Diccionario de Derecho Civil), p. 32.
113 Rondón, Andrea: ¿El principio de la autonomía de la voluntad en Venezuela? 2013,

http://cedice.org.ve/autonomia-de-la-voluntad-en-venezuela-andrea-rondon/.
114 Señala en su Ética a Nicómaco: “La justicia correctiva tiene que ver con la justicia en

las relaciones interpersonales: las relaciones contractuales son un ejemplo de este tipo
de relaciones”, citado en: Hevia, Martín: “Justicia correctiva y Derecho contractual”.
En: Revista Estudios Socio-Jurídicos. Vol. 12, N° 1. Universidad del Rosario. Bogotá,
2010, p. 37, http://www.scielo.org.co/scielo.php?pid=s0124-05792010000100003.

115 Papayannis, Diego: Derechos de daños, principios morales y justicia social. Marcial
Pons, edit. Madrid, 2013, pp. 17 y ss., https://www.marcialpons.es/static/pdf/
9788415948360.pdf; Pino Emhart, Alberto: “Entre reparación y distribución: la res-
ponsabilidad civil extracontractual como mecanismo de distribución de infortunios”.
Revista Chilena de Derecho Privado. N° 21. Santiago, 2013, http://www.scielo.cl/
scielo.php?pid=s0718-80722013000200004&script.



Las capitulaciones matrimoniales: expresión del principio…

posibilidad de responsabilidad extracontractual están proscritas por contrarias
al orden público. Pues mal podría pretenderse que otras fuentes distintas ajenas
a la convención matrimonial pudieran ser renunciadas ab initio.

Creemos que la solución no está en atacar la validez de las capitulaciones libre y
válidamente celebradas, cuyo efecto será excluir la presunción de gananciales. La
solución vendrá dada en buscar fuera del ámbito convencional otras fuentes de las
obligaciones que pretenden evitar un desequilibrio injusto como manifestación de
los principios generales del Derecho. Así el cónyuge que ha contribuido notable-
mente con su esfuerzo y trabajo en perjuicio de sí y en beneficio del otro, no obs-
tante las capitulaciones, bien podrá plantear judicialmente la reparación equitativa
del perjuicio económico sufrido en beneficio del otro. No se trata de pretender una
partición de por mitad con base en la idea genérica de igualdad, porque ello sería el
sentido del régimen de gananciales que precisamente excluyó el convenio prematri-
monial; se trata de un reconocimiento jurídico a la justa participación del esfuerzo
de uno en el incremento patrimonial del otro; en qué medida y porcentaje, depen-
derá del caso concreto. A todo evento el actor tendrá la pesada carga de la prueba.

Esto, pues, ciertas reglas que rigen el derecho patrimonial no son enteramente
descartables en la esfera del Derecho Civil familiar dada su proyección gene-
ral; o más genéricamente, algunas reglas del Derecho Civil patrimonial reco-
gen en esencia principios generales del Derecho basados en la equidad. Tal es
el caso de la responsabilidad civil, toda vez que el que ocasiona un daño está
obligado a repararlo (artículo 1185 del Código Civil)116.

La responsabilidad civil pareciera difícil de concretar al caso que nos ocupa
dada la necesidad de la prueba de la “culpa”117; y similar consideración cabría
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116 Véase: Domínguez Guillén, María Candelaria: “Notas sobre la responsabilidad civil en
algunas instituciones del Derecho de familia”. Revista de Derecho de Familia y de las Per-
sonas. Año IV, Nº 2. La Ley. Buenos Aires, 2012, pp. 50-71; Hernández-Bretón, Eugenio
y Ojer, Uxua: “Reparación de daños en caso de divorcio”. En: El Código Civil venezolano
en los inicios del siglo XXI. En conmemoración del bicentenario del Código Civil
francés de 1804. Academia de Ciencias Políticas y Sociales. Caracas, 2005, pp. 553-572.

117 Será difícil o al menos poco común la intencionalidad en la conducta: lo normal es
que cada cónyuge procure el bienestar del otro, en virtud de la comunidad espiritual que
los impulsó a unirse.
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reseñar –aunque pudiera ser más viable– ante la figura del “abuso de derecho”
si se ha excedido los límites de la buena fe (artículo 1185 del Código Civil118)
y se ha producido un perjuicio excediéndose el fin para el cual fue concebido.
Los derechos derivados de la convención que impide una comunidad de
gananciales no deben derivar en que un cónyuge con base en éstos se aproveche
económicamente del otro en forma desproporcionada: ello escapa del alcance o
del propósito para el cual aquel fue concebida la capitulación matrimonial
aunque la situación parezca amparada por la ley.

Bien puede encontrar cabida una figura de alcance general del Derecho Civil
patrimonial, a saber, la prohibición de enriquecimiento sin causa (artículo
1184 Código Civil119), que propicia la acción in rem verso120 que pretende res-
tablecer el perjuicio patrimonial aunque con efectos limitados por responder
a la equidad, amén de su carácter subsidiario, esto es, procede ante la inexis-
tencia de otra vía procesal. La acción es limitada porque no indemniza todo
el daño, sino que persigue una indemnización a objeto de restaurar el equilibrio
patrimonial pero, a su vez, no precisa de la culpa, mala fe o imputabilidad del
enriquecido. No aplica cuando el enriquecimiento es permitido por la ley,
pero, ciertamente, el supuesto planteado que linda en lo abusivo mal puede
considerarse amparado por la ley por la simple celebración de las capitulaciones
o de un contrato en general121, por lo que debe entenderse que el lucro o beneficio

118 “Quien haya causado un daño a otro, excediendo en el ejercicio de su derecho, los límites
fijados por la buena fe o por el objeto en vista del cual le ha sido conferido ese derecho”.

119 “Aquel que se enriquece sin causa en perjuicio de otra persona, está obligado a indem-
nizarla, dentro del límite de su propio enriquecimiento, de todo lo que aquélla se haya
empobrecido”.

120 Véase sobre los requisitos y efectos: Bernad Mainar, Rafael: Derecho Civil Patrimo-
nial Obligaciones. Tomo II. Universidad Católica Andrés Bello. Caracas, 2012, 
pp. 450-453; Maduro Luyando, Eloy: Curso de Obligaciones Derecho Civil III.
7ª, Universidad Católica Andrés Bello. Caracas, 1989, pp. 722-729.

121 Así aconteció en Venezuela respecto de la admisión jurisprudencial de la figura de la
indexación, no obstante la existencia de contrato con base en los principios de justicia,
equidad, enriquecimiento sin causa y pago integral. Véase: Domínguez Guillén,
María Candelaria: “Consideraciones procesales sobre la indexación laboral”. En:
Revista de la Facultad de Ciencias Jurídicas y Políticas. N° 117. Universidad Central
de Venezuela. Caracas, 2000, pp. 215-286, www.ulpiano.org.ve.
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permitido por la ley deberá ser “proporcionado”. El actor tendrá sobre sí la
demostración del empobrecimiento propio en la medida del enriquecimiento
ajeno, por lo que la salida no es sencilla a nivel procesal (aunque el juez
podría hacer uso de las presunciones hominis).

La doctrina española, a propósito de las uniones estables de hecho, reseña
entre las opciones que justifican la indemnización a la teoría del enriqueci-
miento sin causa o injusto, en los casos en que el conviviente no perceptor de
ingresos hubiese ayudado al otro en la actividad, a través de la cual los obtuvo
o se hubiese encargado de las labores propias de la casa. Se clasifica esta
solución entre los “remedios subsidiarios”. La práctica judicial ha puesto de
manifiesto como supuestos de empobrecimiento-enriquecimiento sin causa,
por ejemplo, las atenciones domésticas y cuidados de los hijos disminuidos
psíquicos del demandado (conviviente supuestamente enriquecido), sin
compensación económica alguna durante 11 años. El fallo judicial estimó
este caso como de enriquecimiento injusto, y, por ende, la procedencia de la
correspondiente indemnización, puesto que –según declara esta resolución–
“dicha dedicación, de haberla proyectado en su provecho, le hubiera reporta-
do una utilidad que hoy no tiene”. Otro supuesto también común es el de la
“colaboración profesional no retribuida” de uno de los convivientes respecto
del otro, que se beneficia de dicho trabajo por el empeoramiento económico
experimentado dado el transcurso de 18 años de convivencia y de colaboración
con su pareja122. 

Tal solución permite compensar adecuadamente al conviviente por su colabo-
ración en la actividad profesional del otro o por el trabajo y cuidados presta-
dos en el ámbito doméstico, al tiempo que evita que se invoque la existencia
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122 Pérez Ureña, Antonio Alberto: “Las relaciones patrimoniales entre los miembros de
la pareja de hecho. Praxis Judicial”. En: El Derecho Grupo Francis Lefebvre, 2010,
http://www.elderecho.com/.../relaciones-patrimoniales-miembros-Praxis-judicial. En
el mismo sentido: Pérez Comenale, Agustina: “La administración de la sociedad de
bienes en la unión concubinaria”. En: Revista de Derecho. N° 20. Universidad de
Montevideo. Montevideo, 2011, pp. 229-239, http://dialnet.unirioja.es/servlet/ejem-
plar?codigo=302415&info=open_link_ejemplar.
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de una sociedad entre los convivientes o una participación directa en los bien-
es adquiridos durante la convivencia cuando tales situaciones realmente no
existen. Los tribunales españoles han venido recurriendo al enriquecimiento sin
causa ante la hipótesis que no quepa acudir a la prueba de que ha existido una
situación societaria o de comunidad y también en el caso de que se trate de
una prestación de servicios que no se ha remunerado y de la que surge un
dese  quilibrio económico que favorece injustificadamente a un conviviente
en perjuicio de otro123.

En Venezuela, la idea de enriquecimiento sin causa ha sido considerada por la
Sala Constitucional del Máximo Tribunal con ocasión de la procedencia de una
“comunidad ordinaria” en las uniones estables de hecho que no reúnen los
requisitos de las uniones concubinarias, tales como la unión homosexual124. 
Y, aunque no parezca trasladable la figura de la comunidad ordinaria al matri-
monio, tales convenciones no son óbice a la posible existencia de una comu-
nidad ordinaria (por ejemplo, una propiedad o un usufructo constituido

123 Pinto Andrado, Cristóbal: “Efectos patrimoniales tras la ruptura de las parejas de
hecho (II)”. En: Noticias Jurídicas. 2008, http://noticias.juridicas.com/articulos/
45-derecho.../200801-666694874648.htm.

124 TSJ/SC, sent. N° 190 de fecha 28-02-2008, “Lo mismo sucede con otras uniones de
hecho que no alcanzan los requisitos legales para que sean consideradas concubinatos
como –en el ejemplo que ya se mencionó–, en el supuesto de uniones de hecho en las
que uno de los conformantes de la pareja esté casado –uniones de hecho ‘adulterinas’–,
caso en el cual esa unión se ve impedida de ser calificada como una relación concu-
binaria y, por tanto, no es equiparable al matrimonio. Así, salvo los límites que se
expresaron que imponen el orden público y la prohibición de fraude a la ley, nada obs-
ta para la admisión de la existencia, entre dos personas del mismo o de distinto sexo,
de una comunidad ordinaria o una sociedad cuya causa sea el aporte común de bienes
o esfuerzos, que está dirigida al logro de un fin, también común; como afirma la doc-
trina, ‘lo contrario ciertamente conllevaría a situaciones injustas y que rozarían el
límite del enriquecimiento sin causa si alguien ha unido esfuerzos personales y eco-
nómicos en una comunidad’ (Vid. al respecto, Domínguez Guillén, María Candelaria:
“Las uniones concubinarias en la Constitución de 1999”. En: Revista de Derecho. 
N° 17. Tribunal Supremo de Justicia. Caracas, 2005, pp. 230-231)”; Domínguez Guillén,
“Más sobre las uniones estables de hecho (según la Sala Constitucional del Tribunal
Supremo de Justicia)”. En: Revista de Derecho. N° 27. Tribunal Supremo de Justicia.
Caracas, 2008, pp. 436-439.
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conjuntamente) o una sociedad de hecho (verbigracia: cuando un cónyuge
colabora activamente en la actividad lucrativa del otro, dándose casos inclu-
sive en que comparten la misma profesión). Se admite, por ejemplo, que la
existencia de una comunidad o sociedad a nivel profesional pudiera ser pro-
bada con base en el aporte sustancial de uno de los comuneros al margen del
estado civil125 y al margen inclusive de las propias capitulaciones matrimonia-
les. Pues algunas figuras jurídicas no quedan descartada per se por la celebración
de tales pactos.

En el caso planteado, las capitulaciones descartarían la “presunción” de
gananciales, que de conformidad con el artículo 148 del Código Civil, que
hace comunes de por mitad las ganancias obtenidas durante la unión matri-
monial, pero en modo alguno esto lo priva de acudir a distintos mecanismos
procesales ante la desproporción del caso concreto.

Por lo que, en el supuesto que nos ocupa, el actor, al no verse amparado por
la presunción de gananciales, tiene sobre sí la carga de la prueba: deberá acre-
ditar que su actividad contribuyó a aumentar el caudal del otro. Allí radica la
sustancial diferencia a nivel procesal del presente planteamiento y su carácter
excepcional: la autonomía de la voluntad tiene el poder de excluir la presunción
de gananciales, que hace común de por mitad los beneficios patrimoniales,
pero no puede privar al actor –no obstante la pesada carga de la prueba126– de
la posibilidad de acudir a la jurisdicción para remediar un desproporcionado
beneficio de un cónyuge a costa del evidente perjuicio del otro. La situación
ciertamente será excepcional, pero no por ello imposible de reclamación y
prueba; el supuesto deberá ser muy claro, respecto a que uno de los cónyuges
se benefició abierta y categóricamente del otro. El actor no atacará el conve-
nio de capitulaciones, sino que podrá alegar una fuente distinta a éste, pues
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125 Comentaba Alirio Abreu Burelli en una conferencia (“El juicio de partición de bienes”,
Caracas 20 al 23 de abril 1992, Instituto de Práctica Jurídica), la posibilidad de una
sociedad conformada, por ejemplo, por un escritorio jurídico o bufete integrado por
hombre y mujer, respecto de la cual mal podría desconocerse la existencia de dicha
comunidad porque uno de ellos está casado.

126 No es descartable inclusive la confesión.
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bien se admite que el enriquecimiento sin causa, amén de tener expresa con-
sagración, se traduce en un principio general de Derecho. Entre sus requisitos
–diferencia de la responsabilidad civil y el abuso de Derecho– no precisa
negligencia, mala fe o ilicitud de la conducta. Puede darse con ignorancia o
siendo de buena fe quien recibe la atribución127. El enriquecimiento no supone
un juicio de antijuridicidad128.

El enriquecimiento injustificado es fuente primaria y general de las obliga-
ciones que constituye un principio normativo mucho más impreciso que el
contrato o el ilícito dañoso129. El enriquecimiento sin causa se proyecta concep-
tualmente con una doble funcionalidad: como principio general de Derecho y
como acción concreta. Con base en la primera es un instrumento de interpre-
tación y calificación de los contratos, de interpretación de la ley y justicia de
las prestaciones130. Por lo que, ciertamente, excede el ámbito contractual para
posicionarse como fuente general de obligaciones. Nadie puede enriquecerse
a costa de otro salvo que medie una causa jurídica y, ciertamente, esta última
no viene dada por la separación absoluta de bienes, porque la figura trasciende
sin lugar a dudas a la celebración de las mismas.

Para quienes vean con recelo la procedencia de figuras de Derecho patrimo-
nial al caso que nos ocupa, ciertamente a todo evento encontrarían aplicación
los principios generales del Derecho, a los fines de solicitar al juzgador una
indemnización equitativa por sentido de elemental justicia con base en la
prueba de la contribución. La justicia no es regla secundaria, sino valor primor-
dial con rango constitucional que, ante un caso excepcional como el planteado,
debe permitir al juzgador una solución equitativa.

127 Martínez de Aguirre Aldaz, Carlos et alter: Curso de Derecho Civil (II) Derecho de
Obligaciones. Vol. II. 3ª, Colex. Madrid, 2011, p. 840.

128 Barros Bourie, Enrique: Restitución de gananciales por intromisión en derecho
ajeno, por incumplimiento contractual y por ilícito extracontractual. En:
http://www.fcje.org.es/wp-content/uploads/file/jornada14/2_barros.pdf.

129 Ídem.
130 Álvarez Caperochipi, José Antonio: Curso de Derecho de Obligaciones. Teoría

general de la obligación. Vol. I. Editorial Civitas. Madrid, 2000, p. 228.
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El juez intérprete debe estar orientado por el valor justicia y ello debe eviden-
ciarse en la sentencia. El elemento justicia siempre ha estado presente a la
hora de interpretar por ser uno de los fines del Derecho. La Carta Magna de
1999 expresamente coloca a la justicia en un sitial especial, para aclararle a
aquellos que todavía tenían dudas a la hora de interpretar que nunca deben
perder de vista este valor esencial que orienta el sentido del jurista131.

La Constitución, que constituye norma superior que rige toda interpretación jurí-
dica de reglas de rango inferior, especialmente en materia de Derecho de Fami-
lia132, incluyendo aspectos patrimoniales como las capitulaciones matrimoniales,
dispone de una parte los imperativos valores de “justicia” e “igualdad” (artícu-
los 1 y 2) expresamente consagradas en atención a la concepción del Estado
Social de Derecho y de Justicia (artículo 3) y al mismo tiempo consagra en su
artículo 88: “El Estado reconocerá el trabajo del hogar como actividad eco-
nómica que crea valor agregado y produce riqueza y bienestar social”133. Por
lo que mal puede jurídicamente desconocerse el esfuerzo con proyección
patrimonial de un cónyuge bajo el alegato de la autonomía de la voluntad.

De tal suerte que la justicia, la equidad, la prohibición de enriquecimiento sin
causa, el deber de reparación que surge frente al daño causado a otro, la justa
distribución de bienes producto del esfuerzo común, así como el reconocimiento
del trabajo doméstico como generador de riqueza y bienestar, constituyen prin-
cipios o reglas que, con base en la teoría general del Derecho, permitirían una
salida jurídica al cónyuge injustamente perjudicado patrimonialmente –no obs-
tante la existencia de capitulaciones matrimoniales–, al margen de la opción
procesal que se considere más adecuada para hacer valer estos derechos.

Tal interpretación permitiría dejar incólume el principio de la autonomía de la
voluntad que excluyó la aplicación de la presunción de gananciales, a la vez
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131 Domínguez Guillén: ob. cit. (Ensayos sobre capacidad…), p. 765.
132 Véase con referencia a la filiación: Aguilar Camero, Ramón Alfredo: La filiación

paterna. Consideraciones sobre el nuevo régimen legal y su fundamento consti-
tucional. Universidad Central de Venezuela. Caracas, 2013, in totum.

133 Véase en el mismo sentido: artículo 369 de la Ley Orgánica para la Protección de
niños, niñas y adolescentes.
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que daría solución jurídica a una pretensión válida con base en los valores o
principios de nuestro ordenamiento. Pues, en definitiva, la validez de una inter-
pretación constituye una inevitable amalgama entre argumentación y justicia134.

3.4. Referencia a la unión de hecho estable
Como su denominación lo indica, las “capitulaciones matrimoniales” son
exclusivas del vínculo matrimonial. Sin embargo, dada la equiparación cons-
titucional que en el artículo 77 de la Carta Fundamental, el constituyente
venezolano concede al matrimonio y a la unión estable de hecho135 entre “un
hombre una mujer”136 la doctrina se ha preguntado sobre una suerte de proce-
dencia de contratos o acuerdos entre concubinos a fin de regular entre las partes
el régimen patrimonial matrimonial.

Al efecto indicamos inicialmente: “Dada la equiparación entre matrimonio 
y concubinato en cuanto al ámbito patrimonial, no sería ilógico considerar 

134 Véase sobre la justicia y la interpretación: Domínguez Guillén: ob. cit. (Ensayos
sobre capacidad…), pp. 753-771.

135 La cual debe ser probada ya sea por acta de registro o, en su defecto, por sentencia en
juicio merodeclarativo. Sobre esta última véase: Espinoza Melet, Manuel Antonio: 
La acción merodeclarativa en Venezuela y su importancia en materia de concubinato.
Universidad Central de Venezuela. Trabajo especial de grado presentado para optar al título
de Especialista en Derecho Procesal. Caracas, 2010; Espinoza Melet, Manuel: “La acción
merodeclarativa en Venezuela”. En: Anuario. Vol. 34. Universidad de Carabobo. Valencia,
2011, pp. 35 y ss., http://servicio.bc.uc.edu.ve/derecho/revista/ idc34/art02.pdf.

136 Se excluye en el ordenamiento venezolano actual la posibilidad de extender los efec-
tos de las uniones concubinarias a las uniones homosexuales. Véase: TSJ/SC, sent. 
N° 190 de fecha 28-02-2008, “En consecuencia, la Sala declara que el derecho a la
igualdad que recoge el artículo 21 de la Constitución es enunciativo y como tal pros-
cribe cualquier forma de discriminación, incluso por razones de orientación sexual del
individuo. Asimismo, declara que ese precepto constitucional no colide con el artículo 77
eiusdem en lo que se refiere a la protección especial o reforzada que éste establece a
favor de determinada categoría de uniones de hecho, pues lo que esta última norma
recoge es una discriminación positiva, protección o mejora que implica una distinción
de una situación jurídica frente a otras a la que no son iguales, que fue la opción que eli-
gió el Constituyente, sin que ello constituya, per se, una discriminación de las que pros-
cribe el artículo 21 constitucional, ni comporta una prohibición, desconocimiento o
condena de otras formas de uniones de hecho entre personas –de distinto o igual
sexo– cuya regulación, en todo caso, corresponde al legislador”.
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–aunque fuera inusual en la práctica– la posibilidad de una suerte de contrato
que pretenda regular patrimonialmente la comunidad concubinaria. Esto es se
trataría de un contrato que pretenda tener un efecto parecido a las “capitula-
ciones matrimoniales”, mutatis mutandi por cuando sería improcedente sos-
tener los mismos requisitos como el registral. No vemos óbice a la existencia
de un contrato que tuviera validez únicamente entre las partes, cuya regula-
ción patrimonial esté dentro de las materias donde encuentre aplicación el
principio de la autonomía de la voluntad137. Se afirma que, si bien es ilógico
pretender hablar de “capitulaciones concubinarias” porque las capitulaciones
son inmanentes al matrimonio, nada impide, sin embargo, celebrar pactos que
pretendan excluir la aplicación de la comunidad concubinaria138 que se rige
analógicamente por las mismas reglas que la comunidad de bienes en el
matrimonio, con la diferencia natural ante la ausencia de “registro” que no
serían oponibles frente a terceros. Por lo que sería perfectamente posible y en
consonancia con el artículo 77 de la Constitución un acuerdo que regule el
régimen patrimonial, autenticado ante Notario Público139.

Vemos así, que la doctrina venezolana, no obstante las diferencias entre matri-
monio y unión de hecho estable, se pronunció afirmativamente a favor de la
posibilidad de una especie de acuerdo entre concubinos con validez exclusiva
entre las partes, que pudiera proyectarse sobre la comunidad de bienes. Estos
obviamente considerando o tomando en cuenta las diferencias básicas entre una
y otra institución porque la unión estable de hecho es libre y “espontanea” y,
por tal, sería sumamente difícil pretender el requisito de la “preexistencia”
del acuerdo a la unión de hecho. Sin embargo, la Sala Constitucional indicó:

A juicio de esta Sala, ello es imposible, porque la esencia del concubinato o de
la unión estable no viene dada –como en el matrimonio– por un documento
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137 Véase: Domínguez Guillén: ob. cit. (“Más sobre las uniones estables de hecho…”), 
p. 458; Domínguez Guillén, María Candelaria: “Las uniones concubinarias en la
Constitución de 1999”. En: Revista de Derecho. N° 17. Tribunal Supremo de Justicia.
Caracas, 2005, p. 238.

138 González Fernández, Arquímedes: El Concubinato (texto actualizado según Cons-
titución de 1999). Edit. Buchivacoa. Caracas, 1999, pp. 233-235.

139 Wills Rivera: ob. cit., pp. 618-619.
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que crea el vínculo, como lo es el acta de matrimonio, sino por la unión
permanente (estable) entre el hombre y la mujer, lo que requiere un trans-
curso de tiempo (que ponderará el juez), el cual es el que califica la estabi-
lidad de la unión; y siendo ello así, a priori no puede existir una declaración
registrada de las partes constitutivas de la unión, en el sentido de cómo
manejarán los bienes que se obtengan durante ella140.

Pero la doctrina se resiste a aceptar la referida diferencia toda vez que las
adaptaciones de la unión de hecho estable con el matrimonio deben tener
lugar en atención a su propia naturaleza. Por otra parte, con posterioridad a
dicha sentencia, la Ley Orgánica de Registro Civil, en sus artículos 117 al 122,
prevé la opción probatoria del acta registrada de la unión de hecho estable.

En la doctrina extranjera, sin embargo, se opina: “Una persona que asume un
compromiso menor que el matrimonio, no tiene porque verse obligado por un
régimen patrimonial más exigente e inflexible que el propuesto para el matri-
monio. De concluir en ello, implicaría ir contra todo lo que el concubinato
representa, que es precisamente lo contario: una mayor libertad y flexibilidad
en cuanto al compromiso. Por todo lo cual, es contradictorio crear un régimen
patrimonial más exigente que el que emerge del matrimonio”141.

Por nuestra parte, con posterioridad a la citada sentencia N° 1682 de la Sala
Constitucional, indicamos: “No vemos óbice como indicáramos en su momento
sobre la posibilidad de una suerte de acuerdo que tenga exclusiva validez
entre las partes, dada por su naturaleza, la no obligatoriedad registro de las
uniones de hecho (aunque con posterioridad a la sentencia la Ley Orgánica de
Registro Civil prevea tal posibilidad), que tengan por objeto regular el régi-
men patrimonial como necesaria manifestación del principio de la autonomía
de la voluntad142. Vale indicar que, en aras de comprender las obvias diferencias

140 TSJ/SC, sent. N° 1682 de fecha 15-07-2005 http://www.tsj.gov.ve/decisiones/scon/
julio/1682-150705-04-3301.htm.

141 Pérez Comenale: ob. cit., p. 234.
142 Véase: Domínguez Guillén: ob. cit. (“Más sobre las uniones estables de hecho…”), 

p. 492; Carrillo Artiles, Carlos Luis: “Desatinos y aciertos de la sentencia de la Sala
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entre el acto formal del matrimonio y la espontánea unión de hecho estable,
dicho acuerdo que regulare el régimen patrimonial del concubinato tendría
efecto limitado a las partes, pues dada su naturaleza fáctica y libre, sería
inoficioso pretender que acontezcan previamente al inicio de la unión inclu-
sive ante la opción registral de la unión. Las diferencias apuntan pues a admitir
la posibilidad con obvias y naturales limitaciones respecto de terceros.

La posibilidad de admitir, mutatis mutandi, una especie de acuerdo también
para la unión estable de hecho evitaría una sustancial diferencia patrimonial
entre uno y otro régimen. Al punto que se ha llegado a afirmar que “la admisi-
bilidad de los pactos prenupciales podría traducirse en un fomento de la ins-
titución matrimonial frente a la unión de hecho”143. No creemos, pues, que la
unión de hecho estable excluya la posibilidad del citado acuerdo patrimonial
entre las partes; lo contrario, propiciaría ventajas o desventajas (según la óptica
con que se analice) entre dos institutos cercanos (matrimonio y concubinato),
que resultan odiosas a la luz del citado artículo 77 de la Carta Fundamental.

4. Breve referencia al Derecho Internacional Privado

Cabe preguntarse brevemente sobre el sentido de las referidas capitulaciones
matrimoniales desde la perspectiva del Derecho Internacional Privado en
Venezuela. Al efecto cabe citar la Ley de Derecho Internacional Privado que
indica en su artículo 22:

Los efectos personales y patrimoniales del matrimonio se rigen por el dere-
cho del domicilio común de los cónyuges. Si tuvieren domicilios distintos,
se aplicará el Derecho del último domicilio común. Las capitulaciones
matrimoniales válidas de acuerdo con un Derecho extranjero competente
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Constitucional que interpreta el artículo 77 de la Constitución de 1999, en torno al
alcance y contenido de las uniones estables de hecho”. En: Tendencias actuales del
Derecho Constitucional Homenaje a Jesús María Casal Montbrun. Tomo. II. Uni-
versidad Central de Venezuela y Universidad Católica Andrés Bello. Caracas, 2007,
pp. 628-629, Wills Rivera: ob. cit., pp. 618-619.

143 Martínez Escribano, Celia: “Consecuencias de la crisis matrimonial y autonomía de la
voluntad”. En: http://www.academia.edu/.../consecuencias_de_la_crisis_matrimo, p. 5.
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podrán ser inscritas en cualquier momento en la respectiva Oficina Principal
de Registro venezolana, cuando se pretenda que produzcan efectos res-
pecto de terceras personas de buena fe, sobre bienes inmuebles situados en
el territorio de la República.

La doctrina se ha pronunciado sobre el alcance del citado artículo144, señalando
que dicha norma “establece la aplicación de un único derecho” a favor de la
aplicación de una sola ley en los casos con elementos extranjeros, con la utiliza-
ción del “domicilio común” en que los cónyuges conviven en su condición de
tal, permitiendo el principio de la unidad de patrimonio matrimonial, pues si
existen bienes en distintos países se acoge el derecho del domicilio común de
los cónyuges para regirlos a todos145.

En cuanto a la parte de la norma relativa a la figura que nos ocupa, se ha indi-
cado que la disposición regula las capitulaciones matrimoniales de acuerdo
con un derecho extranjero competente y, por tanto, no aplica a las capitulacio-
nes sometidas al derecho interno que deben concluirse o modificarse con
anterioridad a la celebración del matrimonio. La norma no pretende determi-
nar la ley aplicable a la validez de las capitulaciones sino que, contrariamente,
presupone tal validez de acuerdo al Derecho extranjero, a saber, la ley del domi-
cilio común de los cónyuges o de su último domicilio común. Por tanto, corres-
ponderá a lex causae extranjera decidir si pueden celebrarse capitulaciones o
modificarse durante el matrimonio. La norma, pues, se limita a conceder una
facultad y solo pretende proteger a los terceros de buena fe. En consecuencia, a
pesar de que no hayan sido registradas, las capitulaciones válidas, conforme
a un Derecho extranjero competente, despliegan eficacia cuando las terceras
personas tienen conocimiento de su contenido o lo han ignorado por su culpa.
Siendo así, el registro previsto en el segundo párrafo del artículo 22 de la Ley

144 Véase: Parra Aranguren, Gonzalo: El régimen de los bienes en el matrimonio en el
Derecho Internacional Privado. Universidad Católica Andrés Bello. Caracas, 2007,
pp. 149 y ss.; de Maekelt, Tatiana: “Ley de Derecho Internacional Privado. Comenta-
rios generales”. En: Revista de la Facultad de Ciencias Jurídicas y Políticas. N° 117.
Universidad Central de Venezuela. Caracas, 2000, pp. 156-157.

145 Parra Aranguren: ob. cit., pp. 153-155, cita opinión de Haydee Barrios.
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puede cumplirse en cualquier momento; no ocurre lo mismo con las capitu-
laciones sometidas al Derecho interno venezolano que deben ser inscritas con
anterioridad a la celebración del matrimonio. Además, a diferencia de las
capitulaciones reguladas por el Derecho interno, tal formalidad puede ser
cumplida por cualquier persona146. Si bien la norma del artículo 22 se refiere
a la oficina principal de registro, la doctrina patria hace precisiones a propósito
de normativa posteriores147.

La disposición, además de vincular los efectos patrimoniales del matrimonio
al domicilio común de los cónyuges, refleja, a nuestro criterio, la importancia
que le atribuye el legislador patrio a las capitulaciones matrimoniales como
manifestación de la autonomía de la voluntad de las partes. Esto, toda vez que
le concede validez a dichas convenciones celebradas conforme al Derecho
extranjero y prevé su registro simplemente a los efectos de “terceros” cuando
se pretendan que afecten bienes inmuebles situados en el país148. Lo que per-
mite deducir que aquellas tendrían eficacia en Venezuela “entre las partes”,
inclusive al margen de su registro precisamente por ser aplicación del tan
citado principio de la autonomía de la voluntad. Al respecto se aprecia una
decisión judicial que indica:

De acuerdo a lo antes expuesto, las capitulaciones matrimoniales celebra-
das en el país de origen y bajo las formalidades de su legislación civil, no
obstante que los procedimientos para la celebración de las mismas sean
diferentes, lo determinante es que el documento contentivo de las capitu-
laciones matrimoniales, es que se haya cumplido con el trámite de legali-
zación única llamada apostilla (…) conforme con la norma in comento, no
corresponde por su naturaleza a bienes inmuebles, aunado a la considera-
ción, de carácter potestativo para su inscripción registral, ya que sobre los
bienes en discusión, no están involucrados efectos, respecto a terceras per-
sonas de buena fe, sobre bienes inmuebles situados en el territorio de la
República (…) Por tanto, la documental consignada por la parte demandada,
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146 Ibíd., pp. 202-203.
147 Ibíd., pp. 204-210.
148 Ibíd., pp. 162 y ss., cita opinión de Haydee Barrios.
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en el presente asunto contentiva del acuerdo de separación patrimonial
surte plenos efectos jurídicos en nuestra legislación, sin cumplir con otra
formalidad, solo la de la traducción al idioma español, ya que la inscrip-
ción en la Oficina de Registro Principal de acuerdo a las previsiones del
artículo 22 de la Ley de Derecho Internacional Privado, solo se producirá,
como ya se advirtió, cuando se pretenda producir efectos respecto de ter-
ceras personas de buena fe, sobre bienes inmuebles situados en el territo-
rio de la República, y de ella deriva la validez y eficacia jurídica de la
documental consignada sin otro requisito149.

En algunos casos, podría no requerirse el registro de las capitulaciones, tal es
el caso de que solo existan bienes muebles y no se presenten situaciones que
ameriten que las capitulaciones surtan efectos frente a terceros150. Todo lo
indicado denota la primacía que le concede nuestro ordenamiento a las capi-
tulaciones matrimoniales como reflejo de la libertad de contratación en el
ámbito patrimonial matrimonial.

Conclusiones

Las capitulaciones matrimoniales constituyen un contrato solemne, previo al
matrimonio e inmutable, mediante el cual los contrayentes o futuros cónyu-
ges pueden hacer variaciones al régimen legal supletorio que impone la ley a
falta de las mismas.

Las partes, a través de las capitulaciones matrimoniales, pueden, pues, optar
por un régimen de separación de bienes o por cualquiera otra variación a la
normativa supletoria de la comunidad de gananciales, inclusive para ampliar
el elenco de los bienes comunes; esto como expresión de la autonomía de la
voluntad que permite el ordenamiento venezolano, siempre que no se afecten

149 Juzgado Superior en lo Civil, Mercantil, Tránsito y de Protección del Niño y del Ado-
lescente de la Circunscripción Judicial del estado Anzoátegui, sent. de fecha 18-05-
2010, exp. BP02-R-2008-000583, http://anzoategui.tsj.gov.ve/decisiones/2010/mayo/
1038-18-bp02-r-2008-000583-1980.html.

150 Véase: Parra Aranguren: ob. cit., p. 165, cita opinión de Haydee Barrios.
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normas de orden público, como es el caso de la legítima. De tal suerte que
capitulaciones matrimoniales y autonomía de la voluntad van de la mano en
la determinación del régimen patrimonial del matrimonio, siempre que se cum-
plan con las formalidades de ley. A falta de tales entrará en juego el régimen
legal supletorio venezolano inspirado en una distribución común de bienes 
y cargas que el legislador ha considerado la más equitativa.

Sin embargo, no descartamos ante casos excepcionales de desproporcionado 
e injustificado enriquecimiento de un cónyuge a costa del otro, la procedencia
de instituciones o principios que permitan una solución equitativa fuera del
ámbito de las capitulaciones matrimoniales cuando éstas impongan una sepa-
ración absoluta de bienes. En todo caso, la discusión está abierta, pues la línea
divisoria entre el Derecho Civil familiar y patrimonial no es precisa en figu-
ras como la analizada: el papel de la voluntad y su límite siempre será objeto de
interés para el jurista y las capitulaciones matrimoniales son ejemplo de ello.

* * *

Resumen: Las capitulaciones matrimoniales constituyen en el Derecho vene-
zolano un contrato solemne, previo al matrimonio e inmutable con posterio-
ridad a éste, en virtud del cual los futuros contrayentes regulan el régimen
patrimonial que regirá su unión. Tienen por efecto variar o modificar el régi-
men legal supletorio, el cual entra en aplicación a falta de la celebración de
dicho convenio. Las capitulaciones matrimoniales son la máxima aplicación
de la autonomía de la voluntad en el Derecho de Familia; su límite viene dado
por su propio objeto que es exclusivamente regular el régimen patrimonial del
matrimonio por lo que no pueden contrariar normas imperativas de orden
público asociadas al vínculo matrimonial, tales como las relativas a deberes y
derechos personales, alimentos, sucesión, delación, etc. El Derecho Interna-
cional Privado venezolano también reconoce el valor de tales convenciones
celebradas extraterritorialmente siempre y cuando cumplan los requisitos de
ley. Su valor se proyecta así en la libre voluntad de los contrayentes en selec-
cionar la forma que regirá el destino patrimonial de su matrimonio. Excepcio-
nalmente, en caso de enriquecimiento abusivo o desproporcionado de uno de
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los cónyuges en perjuicio del otro, algunas figuras jurídicas podrían matizar los
efectos de una separación total de bienes. Palabras clave: capitulaciones
matrimoniales, contratos solemnes, régimen patrimonial del matrimonio.
Recibido: 17-12-2014. Aprobado: 15-01-2015.


